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Abreviaturas


 






	AEAT
	Agencia Estatal de Administración Tributaria



	Directiva del IVA
	
Directiva 2006/112/CE, del Consejo, de 28 de noviembre de 2006, relativa al sistema común del impuesto sobre el valor añadido



	DGT
	Dirección General de Tributos del Ministerio de Hacienda



	ITPAJD
	Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados



	IRPF
	Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas



	IS
	Impuesto sobre Sociedades



	IVA
	Impuesto sobre el Valor Añadido



	
Ley del IVA
	
Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido



	
Ley General Tributaria
	
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria



	Reglamento de Facturación
	
Reglamento por el que se regulan las obligaciones de facturación, aprobado por el Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre



	Reglamento del IVA
	
Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, aprobado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre



	TJUE
	Tribunal de Justicia de la Unión Europea



	TPO
	Transmisiones Patrimoniales Onerosas



	TS
	Tribunal Supremo











A. Introducción


 Uno de los ámbitos más controvertidos en la aplicación del IVA es el de las operaciones inmobiliarias. Dos son las fuentes de la controversia: la dificultad intrínseca de la norma y la complementariedad con el ITPAJD.

La regulación que se hace en la Ley del IVA de las operaciones inmobiliarias es compleja. Nada nuevo descubrimos con ello. Esta dificultad viene dada, en primer lugar, por la naturaleza intrínseca de la materia, con operaciones complejas cuyo tratamiento en un impuesto tan apegado a la transacción como es el IVA difícilmente puede ser sencillo. A lo anterior, que no tiene una solución fácil, se añade una Ley que, como ocurre con otras muchas partes de la normativa reguladora del impuesto, se caracteriza por una cierta dejadez en su revisión y necesaria actualización, plagada de preceptos cuya escasa funcionalidad es bien conocida, a pesar de lo cual no suscitan la, en otros casos diligente, acción del legislador.

La complementariedad con el ITPAJD es la otra fuente de controversias en este ámbito. Esta complementariedad es doble. De una parte, tenemos la sujeción a la modalidad de TPO de las operaciones inmobiliarias no sujetas al IVA o sujetas pero exentas. Adicionalmente, se da el caso de que la administración que gestiona y recauda el ITPAJD es la autonómica, mientras que el IVA, con la excepción de las Diputaciones forales, es recaudado por la AEAT. Como es sabido, no son pocos los casos en que los contribuyentes se enfrentan a la acción cruzada de ambas, acción cruzada que, por más que cuente con ciertos mecanismos de resolución de conflictos, es cualquier cosa menos recomendable. La obsolescencia de la norma, a la que nos hemos referido en el párrafo anterior, no ayuda.

Por más que resulte mejorable, en las páginas que siguen analizamos la aplicación del IVA a las operaciones inmobiliarias, como no puede ser de otra forma, a la luz de su normativa reguladora y de la jurisprudencia y doctrina dictadas en su interpretación.

Al objeto de facilitar su comprensión y seguimiento, el análisis de la cuestión se ha dividido en cuatro partes, que atienden al normal desarrollo del ciclo inmobiliario: operaciones con suelo, construcción y rehabilitación de edificaciones, transmisión y, finalmente, arrendamiento de edificaciones. El manual se completa con un último capítulo en el que se analizan otras cuestiones relacionadas con el tráfico inmobiliario.

Centrados, como nos centraremos, en los preceptos que, de forma más específica, se refieren a las operaciones inmobiliarias, serán inevitables las referencias a otros conceptos más generales, relativos a la estructura general del impuesto. Lejos de este manual está el análisis de estas cuestiones; no obstante, cuando sea preciso, se abordarán en la medida de lo necesario, completando de este modo el estudio de las cuestiones que se planteen.







B. Operaciones con suelo


 La primera categoría de operaciones a las que nos vamos a referir será la de las compraventas de suelo y las demás operaciones relacionadas con ellas.

Es común, y comprensible hasta cierto punto, que existiendo dos preceptos en la Ley del IVA que se refieran de forma específica a este tipo de transacciones, que son los artículos 5.uno.d) y 20.uno.20º de la Ley del IVA, el análisis se centre en ellos. Esta limitación, sin embargo, es errónea, ya que la condición de empresario o profesional respecto a estas operaciones debe analizarse de forma más general, suscitándose de igual modo los problemas que se plantean con carácter general en relación con este concepto.

En consecuencia, y como con cualquier otra operación cuya tributación en el IVA se pueda discutir, lo que procede es analizar, de entrada, si quien la realiza es empresario o profesional y actúa como tal en relación con ella para, sólo en caso de respuesta positiva, pasar a la siguiente cuestión, que es la determinación de si la operación está o no exenta. Adicionalmente, hay que determinar el tratamiento en el IVA de otras cuestiones relacionadas, como pueden ser los trabajos de urbanización, el tratamiento de las actuaciones sistemáticas, en las que, de forma conjunta, intervienen diversos empresarios o profesionales, o la naturaleza de la intervención de las administraciones públicas en este tipo de operaciones.

B.1.  La condición de empresario o profesional en las ventas de suelo

Únicamente están sujetas a IVA las operaciones realizadas por empresarios o profesionales que actúen, en relación con ellas, como tales. Así lo establece el artículo 4.uno de la Ley del IVA, como es sabido.

A la vez, la condición de empresario o profesional puede venir dada por el desarrollo de una actividad empresarial o profesional o por alguno de los conceptos que, adicionalmente, atribuyen este atributo, que son su referencia a las entidades mercantiles, a quienes obtienen ingresos continuados en el tiempo y a los urbanizadores ocasionales de suelo. Cualquiera de estas condiciones puede proyectarse sobre las transmisiones de suelo, por lo que parece procedente su análisis en este contexto.

B.1.a.  Empresarios o profesionales «convencionales» y ventas de terrenos

Son empresarios o profesionales quienes desarrollan actividades empresariales o profesionales (artículo 5.uno.a) de la Ley del IVA).

A la vez, son actividades empresariales o profesionales «las que impliquen la ordenación por cuenta propia de factores de producción materiales y humanos o de uno de ellos, con la finalidad de intervenir en la producción o distribución de bienes o servicios» (artículo 5.dos de la Ley del IVA).

Tres son, por tanto, los elementos que caracterizan la actividad empresarial a estos efectos: i) la actuación por cuenta propia, esto es, asumiendo el riesgo de las operaciones, ii) la ordenación de medios, es decir, la toma de decisiones acerca de la ordenación de recursos productivos que son susceptibles de utilizaciones alternativas y, iii) la oferta de bienes o servicios al mercado. Se trata de la actuación independiente que, en la Directiva del IVA, artículos 9 y 10, atribuye la condición de sujeto pasivo.

Nada hay en lo anterior de específico en relación con las operaciones inmobiliarias ni con respecto a las compraventas de terrenos. En consecuencia, serán empresarios o profesionales en relación con ellas quienes, actuando como se ha descrito, intervengan en este mercado. La DGT, en contestación de 9-4-2008, V0741-08, se pronuncia en este sentido en relación con compra de los terrenos que se adquieren con la intención de proceder a su urbanización.

Es importante insistir en el doble requisito que ha de cumplirse para la sujeción al IVA:


	
a)  El vendedor debe tener la condición de empresario o profesional, cuestión esta que habrá de determinarse conforme a los criterios antes expuestos.

	
b)  La operación de que se trate deberá realizarse actuando como empresario o profesional, excluyéndose, por tanto, las transacciones en las que se actúe al margen de la actividad.



Este es el caso que se analiza por el TEAC en su Resolución de 25-6-2019, RG 5683/2015, en la que, tras recordar que se presume que las entregas de bienes y prestaciones de servicios realizadas por una sociedad mercantil se realizan en el desarrollo de su actividad empresarial y, por tanto, están sujetas a IVA, se indica igualmente que, no obstante, la Administración puede probar que determinadas operaciones realizadas por una sociedad mercantil, cuya condición de empresario a efectos de IVA no se discute, se realizan al margen de su actividad empresarial y quedan fuera del ámbito de aplicación del IVA.

En el caso planteado, se transmitía un terreno en el que la vendedora no había efectuado ninguna actividad económica, permaneciendo en su patrimonio como un bien de mera tenencia. En consecuencia, la posterior entrega se consideró por el TEAC como no sujeta al IVA.

Una situación que suscita dudas a este respecto es la de quienes se dedican a la compraventa de terrenos, en particular, por la dificultosa determinación de las circunstancias en las que se puede entender que actúan como empresarios o profesionales a los efectos del IVA.

No hay un criterio que se pueda aplicar de forma específica en este contexto, por lo que habrá que hacer un análisis caso a caso y determinar, a partir del mismo, si se puede concluir que existe una actividad empresarial o profesional o no es así. Elementos tales como la continuidad en la actividad, la afectación continuada de recursos a su realización o el mantenimiento, igualmente continuado, de los requisitos formales que se exigen a quienes realizan actividades empresariales o profesionales por razón de su desarrollo pueden ser aspectos por considerar.

Con ser una cuestión que puede ser dudosa en relación con cualquier clase de persona o entidad, lo más frecuente es que se plantee en relación con entidades mercantiles, por lo que nos vamos a remitir a los comentarios que haremos en el epígrafe siguiente.

B.1.b.  Entidades mercantiles y ventas de terrenos

Las sociedades mercantiles se reputan como empresarios o profesionales «salvo prueba en contrario», tal y como así establece el artículo 5.uno.b) de la Ley del IVA. Por su parte, el artículo 4.uno.a) dispone que se entenderán realizadas en el desarrollo de una actividad empresarial o profesional «las entregas de bienes y prestaciones de servicios efectuadas por las sociedades mercantiles, cuando tengan la condición de empresario o profesional».

Esta norma carece de equivalente en la Directiva del IVA al que la podamos referir.

De vuelta a la norma interna, los citados artículos 4.uno.a) y 5.uno.b) de la Ley del IVA son disposiciones generales, aplicables a cualquier transacción cuya sujeción al IVA pueda ser dudosa. Ocurre que, en el ámbito inmobiliario, su alcance es mayor, ya que no es extraño el caso de la entidad mercantil que, sin más activo que unos terrenos, procede a su venta, suscitándose la duda de su posible sujeción al tributo o, alternativamente, la procedencia de la liquidación de la modalidad de TPO del ITPAJD. Asimismo, y desde la perspectiva del comprador, se plantea la duda de si el IVA soportado en la compra es ajustado a derecho y, por tanto, es deducible (no ocurre así en caso contrario, como así prescribe el artículo 94.tres de la Ley del IVA).

Con carácter previo, es importante insistir en que lo que establece la Ley del IVA es una presunción, iuris tantum, como toda presunción para la que no se establezca lo contrario, no otra cosa. El carácter mercantil de una entidad hace que se presuma empresario o profesional, salvo que se acredite lo contrario. A la vez, lo que haga la entidad mercantil se entiende realizado en el desarrollo de una actividad empresarial o profesional cuando la misma tenga la condición de empresario o profesional, condición que, como acabamos de indicar, se le presume.

No está de más recordar que el antecedente legislativo de estas disposiciones es la antigua dicción del artículo 5.uno.b) de la misma Ley del IVA, que reputaba como empresario o profesional a las sociedades mercantiles en todo caso, disposición que se modificó hace ya tiempo, habida cuenta tanto de los problemas que generaba en su aplicación como de la total falta de soporte comunitario a su contenido.

En la actualidad, como indicamos, existe la presunción de que la mercantil, por su condición de tal, es empresario o profesional y lo realizado por ella sujeto al impuesto.

Se trata, como ya hemos dicho, de una presunción para la que expresamente se dispone la posibilidad de prueba en contrario. En consecuencia, no se debe caer en el error de considerar lo realizado por las entidades mercantiles como sujeto al impuesto en todo caso. Únicamente será así en caso de que, en relación con la operación de que se trate, se pueda concluir que actúa como empresario o profesional, esto es, que concurren los requisitos que antes señalamos (actuación por cuenta propia, ordenación de medios y oferta al mercado).

A esta posibilidad se refiere la Resolución del TEAC de 19-2-2014, RG 4458/2011, que comienza por recordar que las entidades que no realizan actividad económica alguna no tienen la consideración de sujeto pasivo a los efectos del IVA, por lo que la operación de transmisión de un inmueble no queda sujeta al IVA.

En el caso examinado la sociedad poseía unos activos inmobiliarios y no había realizado operación comercial durante un largo período de tiempo acreditado por la Administración (más de 30 años), sin haber llevado a cabo actividad económica alguna en las parcelas durante ese largo periodo de tiempo, ni en otro sector de la actividad económica. Tampoco se habían realizado obras de urbanización con anterioridad a su venta que pudieran atribuir ocasionalmente la condición de empresario/sujeto pasivo del IVA al vendedor. Lo que había existido en las ventas consideradas era sencillamente el ejercicio de una de las facultades que corresponden al propietario en la misma forma en que lo hubiera hecho cualquier otro sujeto, por lo que, en estas condiciones, tales actos no se consideraron incluidas en el ámbito de aplicación del IVA. Criterios equivalentes se incluyen en Resoluciones del mismo TEAC de 3-11-2009, RG 0891/2007, y 25-6-2019, RG 5863/2015, en cuanto a que la entrega de bienes por entidades de mera tenencia no está sujeta a IVA.

La DGT se ha pronunciado en sentido similar en contestaciones como las de 15-9-2003, 1270-03, ó 5-7-2007, V1499-07, entre otras. Considerando, como ya explicamos en el epígrafe anterior, que una mera compraventa no parece suficiente para entender que nos encontramos ante una actividad empresarial o profesional, se plantea la cuestión, como también anticipamos, de los términos o requisitos con base en los cuales podríamos entender que una mercantil es empresario o profesional a estos efectos.

Un primer supuesto en el que deberíamos aceptar de forma pacífica el estatuto de empresario o profesional de la entidad en cuestión sería el de la entidad que tiene una cierta continuidad en las operaciones, dispone del adecuado capital de giro, afecto de forma permanente a la actividad, cuenta con los recursos necesarios para ello –al margen, claro está, de los terrenos cuya sujeción al IVA se discute– y cumple los requisitos formales establecidos con carácter general en la normativa tributaria para los empresarios o profesionales.

Ejemplo



Una sociedad limitada que se dedica a la compraventa de terrenos cuenta con unos fondos propios de 30.000.000 €, dos empleados y unas oficinas desde las que gestiona su actividad. Durante el año N, la entidad ha realizado tres adquisiciones de terrenos y dos transmisiones, estas últimas por 3.800.000 y 8.400.000 €, respectivamente. La entidad está dada de alta en el censo de empresarios, profesionales y retenedores desde el año N-7 y viene, desde entonces, presentando sus autoliquidaciones por IVA y por IS de forma regular.

Solución

A la luz de las anteriores consideraciones, no debería resultar controvertido que la entidad es empresario o profesional y, por tanto, que las dos operaciones efectuadas durante el año N están sujetas al IVA. Lo anterior ha de entenderse, obviamente, sin perjuicio de su posible exención y, en su caso, de la renuncia a la misma.



En otras ocasiones, sin embargo, la situación es justo la contraria, existiendo entidades mercantiles que realizan inversiones respecto a las cuales no despliegan ningún tipo de actividad que se pueda considerar como empresarial a estos efectos. Se trata en muchas de vehículos de inversión constituidos ad hoc, sin más pretensión que la de realizar una inversión y generar una plusvalía por la pura y simple diferencia entre precios de compra y venta, carentes de cualquier otra actividad u ordenación de medios que permita apreciar la existencia de una actividad empresarial o profesional.

Ejemplo



Una sociedad limitada que se ha constituido como vehículo de inversión para canalizar una operación adquiere, el 15-6-N, un solar por 4.000.000 €. En abril del año siguiente se procede a la venta de este terreno, obteniéndose por el mismo 4.600.000 €. Se conoce que la entidad está dada de alta en el censo de empresarios, profesionales y retenedores, y ha presentado las autoliquidaciones correspondientes de IVA, pero no consta la realización de ninguna actividad en relación con los terrenos.

Solución

Con los datos disponibles, no parece fácil defender la condición de empresario o profesional de la entidad vendedora, ya que no ha realizado ninguna actividad que permita su calificación como tal. La venta de los terrenos debería considerarse, en este caso, no sujeta al IVA y, por tanto, sujeta a la modalidad de TPO del ITPAJD.



En otros casos la variable no es «binaria», por cuanto lo que se discute no es la condición de empresario o profesional de la entidad como un todo, sino la actuación como tal en relación con la operación en cuestión. En otros términos, lo que se viene a plantear es si los terrenos transmitidos por una entidad que tiene, de forma pacífica, la condición de sujeto pasivo del IVA, están o no afectos a la actividad empresarial o profesional desarrollada por ella.

Se trata, de nuevo, de una cuestión más general, que es aplicable a cualquier operación que se pretenda sujeta al IVA, pero que en el caso de las transmisiones de terrenos alcanza una especial trascendencia tanto por lo elevado de su importe, en ocasiones, como por la utilización de los inmuebles como fórmula alternativa de inversión a la que pueden acudir los empresarios o profesionales en búsqueda de rentabilidades complementarias a las obtenidas en sus actividades típicas.

Otra vez, si los terrenos transmitidos son terrenos respecto a los cuales no se ha desarrollado ningún tipo de actividad distinta a la pura y simple compraventa, debe concluirse que la venta no está sujeta al IVA, al tratarse de activos que no están afectos a la actividad del vendedor. No está de más recordar que esta es, precisamente, la situación analizada por el TEAC en su Resolución de 25-6-2019, RG 5683/2015, a la que nos referimos páginas atrás, en la que el propio TEAC concluyó que la transmisión controvertida no debía considerarse sujeta al IVA.

Ejemplo



Una empresa que se dedica al sector agroalimentario adquiere unos terrenos que se encuentran en el polígono industrial en el que tiene sus instalaciones. Los terrenos se adquieren ya edificables, pagándose por ellos un total de 4.500.000 € más IVA, ya que la empresa que los vende es la que ha promovido el polígono industrial.

Un tiempo después, los terrenos así adquiridos se transmiten por 5.200.000 €. Durante el tiempo en el que la empresa ahora vendedora ha sido propietaria de estos terrenos, no ha realizado ninguna actuación adicional sobre ellos, limitándose a esperar a su revalorización.

Solución

No es fácil considerar que los terrenos vendidos estén afectos a la actividad de la empresa vendedora. Ni forman parte de su actividad típica o habitual ni, en relación con ellos, se ha realizado ninguna actuación distinta de la pura y simple adquisición para su posterior venta.

En estas condiciones, hay que concluir que la operación no está sujeta al IVA, ya que el vendedor, en relación con ella, no actúa como empresario o profesional.



Las anteriores consideraciones deben entenderse sin perjuicio de la incidencia que puede tener este ámbito el tratamiento especial que se hace, en el IVA, de los urbanizadores ocasionales, del que nos ocuparemos después.

Admitida la configuración de la condición de empresario o profesional de las entidades mercantiles como presunción, con posible contraprueba, un elemento relevante que se plantea a estos efectos es la incumbencia o, mejor dicho, interés, de la contraprueba.

La denegación del estatuto de empresario o profesional a la entidad mercantil que haya procedido a la venta de unos terrenos puede interesar tanto a la administración tributaria estatal (AEAT) como a la autonómica, todo dependerá del caso.

El interés de la administración autonómica va a ser evidente: lo que procurará, si prospera su pretensión, es la liquidación de la modalidad de TPO del ITPAJD. Poco hay que añadir a este punto.

En el caso de la AEAT, la cuestión puede resultar algo más compleja.

De entrada, se podría pensar en la denegación de la deducción de las cuotas soportadas por la compra del terreno por tratarse de cuotas indebidamente devengadas y repercutidas, que no se deberían haber soportado, denegación que, obviamente, habría de afectar al comprador. La creciente asunción del principio de regularización íntegra, conforme al cual esta denegación se debe acompañar de la devolución del IVA improcedentemente soportado cuando se cumplen los requisitos necesarios para ello (cuestión que se analiza en el epígrafe F.4.), hace que esta pretensión haya perdido una parte de su interés, medido este en términos de práctica de liquidaciones resultantes de procedimientos de comprobación o inspección, más allá de situaciones en las que el IVA deducido por el comprador de los terrenos no haya sido adecuadamente declarado e ingresado por el transmitente de los terrenos, en las que la actuación del fisco está más que justificada.

Otra cosa sería la posible actuación cerca de la empresa vendedora, en la hipótesis de que en la compra de los terrenos hubiera soportado y deducido el IVA correspondiente. La denegación de la deducción así practicada, que en este caso se sustentaría en la falta de la condición de empresario o profesional de la entidad que ha deducido el IVA, sí que podría prosperar en este caso.

Ejemplo



Una empresa promotora adquiere por 6.000.000 € unos terrenos con la intención de construir un edificio de viviendas. Los terrenos son vendidos por una mercantil sin actividad empresarial, constatado lo cual la inspección de la AEAT deniega, sin más, la deducción de los 1.260.000 € soportados por la compra de los terrenos. Adicionalmente, comunicada la regularización a la Comunidad Autónoma, se practica por esta la liquidación de la cuota de TPO correspondiente a la operación.

Solución

La actuación de la Comunidad Autónoma se puede considerar correcta, asumido, como asumiremos, que la entidad vendedora no es empresario o profesional a los efectos del IVA.

No se puede decir lo mismo sobre la actuación de la AEAT, ya que esta se debería completar con la comprobación de la concurrencia de los requisitos para la devolución de la cuota indebidamente soportada en la compra y, en su caso, con la ordenación de su devolución, como así impone el principio de regularización íntegra.



Ejemplo



Una sociedad limitada sin actividad adquiere unos terrenos a otra entidad que los ha urbanizado. La operación se sujeta a IVA, ya que la entidad vendedora se dedica habitualmente a realizar este tipo de operaciones y se trata de terrenos que ha urbanizado ella misma. El IVA repercutido en la operación asciende a 2.100.000 €, ya que los terrenos se habían vendido por 10.000.000 €.

Iniciado un procedimiento de inspección, y previa constatación de que la entidad compradora no desarrolla ninguna actividad que se pueda calificar como empresarial o profesional, se deniega el derecho a la deducción del IVA soportado y deducido por ella.

Solución

A diferencia del caso anterior, en este se debe considerar la actuación de la administración como correcta. La deducción practicada por la entidad compradora no es correcta, ya que carece de la condición de empresario o profesional, por lo que no puede deducir el IVA que soporta. A la vez, la regularización practicada es íntegra o completa, sin que deba completarse con ningún de actuación adicional, ya que el IVA deducido estaba correctamente soportado y repercutido por la empresa vendedora.



B.1.c.  Ingresos continuados en el tiempo y ventas de terrenos

El segundo concepto específico de empresario o profesional que existe a los efectos del IVA es el de quienes obtienen ingresos continuados en el tiempo, al que se refiere el artículo 5.uno.d) de la Ley del IVA, al disponer que son empresarios o profesionales «quienes realicen una o varias entregas de bienes o prestaciones de servicios que supongan la explotación de un bien corporal o incorporal con el fin de obtener ingresos continuados en el tiempo», añadiendo que: «en particular, tendrán dicha consideración los arrendadores de bienes».

Este precepto es la transposición en España de lo dispuesto por el artículo 9(1) de la Directiva del IVA, cuyo párrafo segundo, en su inciso final, establece que «en particular será considerada actividad económica la explotación de un bien corporal o incorporal con el fin de obtener ingresos continuados en el tiempo».

Es importante insistir en que esta es una norma específica del IVA, que no tiene equivalente en la regulación del IRPF ni del IS. En consecuencia, es perfectamente posible, y hasta habitual, que quien ostenta la condición de empresario o profesional con base en el artículo 5.uno.d) de la Ley del IVA obtenga rendimientos que, a los efectos del IRPF, hayan de considerarse como del capital inmobiliario y no de la actividad económica. En otros casos, la sujeción al IVA de las operaciones y calificación como económicas de las actividades en el IRPF será lo procedente.

Por otra parte, la norma se tiene que completar con la exención que regula la Ley del IVA en su artículo 20.uno.23º, aplicable a cualesquiera arrendamientos de terrenos, si bien se trata de una exención que se completa con diversas excepciones que vienen a limitar su aplicación. Esta exención se analiza en el epígrafe E.4., a cuyo contenido nos remitimos.

Ejemplo



El propietario de unos terrenos situados a las afueras de una ciudad los tiene arrendados a una empresa, que explota en ellos un aparcamiento. La renta mensual asciende a 8.000 €.

Solución

La actividad descrita atribuye a su titular la condición de empresario o profesional, resultando el arrendamiento descrito sujeto y no exento de IVA. En consecuencia, el propietario de los terrenos tendrá que emitir facturas para la documentación de las operaciones y repercutir el 21% de IVA en ellas. Lo anterior es independiente de que la renta obtenida se califique como rendimiento del capital inmobiliario o de la actividad económica a los efectos del IRPF.



La amplitud de la norma que hemos descrito –el artículo 5.uno.c) de la Ley del IVA– conduce, en ocasiones, a su utilización para transformar en empresario o profesional a quien no lo es, buscando así la sujeción al IVA de transacciones que, de otro modo, no lo estarían. Se trata de convertir en arrendador al propietario de un terreno que se va a transmitir para, una vez consumada la transformación, efectuar la transmisión sujeta a IVA o no a la modalidad de TPO del ITPAJD, como de otro modo procedería.

Ejemplo



Una persona física es propietaria de unos terrenos que adquirió por título hereditario hace unos años y que nunca han estado afectos a ninguna actividad empresarial o profesional.

Una empresa promotora que se interesa por ellos no quiere pagar la cuota de TPO que corresponde a la operación, por lo que sugiere a esta persona física que arriende los terrenos a una filial de la promotora, que incluso se dispone a pagar una renta mensual de 5.000 €, para después realizar la transmisión como empresario o profesional y sujeta a IVA.

La persona física accede a colaborar en la estrategia de optimización fiscal –así es como se la explican los abogados de la empresa promotora que asesoran la transacción– y presenta la declaración censal para darse de alta como arrendador inmobiliario. Durante los meses siguientes se emiten facturas por los servicios de arrendamiento y se repercute el IVA, ya que la empresa arrendataria afirma instalar en los terrenos una actividad industrial.

Meses más tarde se procede a la compraventa. Esta se considera exenta, ya que se trata de terrenos rústicos, pero se renuncia a la exención, al cumplirse todos los requisitos para ello.

Al año siguiente, la Comunidad autónoma inicia un procedimiento de inspección en relación con la operación, concluyendo que el contrato de arrendamiento que se han descrito era simulado y que el vendedor de los terrenos nunca adquirió la condición de empresario o profesional, por lo que la operación debe considerarse sujeta a la modalidad de TPO del ITPAJD.

Solución

Si bien la aplicación de las categorías antiabuso es algo siempre discutible, a la luz de la información disponible bien podría calificarse la actuación de la Comunidad Autónoma como correcta, por cuanto no parece que el contrato de arrendamiento suscrito antes de la transmisión de los terrenos tuviera una causa legítima o respondiera a una voluntad real de cesión de la posesión de los terrenos a la empresa arrendataria.



B.1.d.  Los urbanizadores ocasionales como empresarios o profesionales a los efectos del IVA

El último concepto específico de empresario o profesional al que nos hemos de referir tiene especial relevancia a estos efectos, ya que se ocupa de manera específica de operaciones inmobiliarias. Se trata del artículo 5.uno.d) de la Ley del IVA, conforme al cual son empresarios o profesionales: «quienes efectúen la urbanización de terrenos o la promoción, construcción o rehabilitación de edificaciones destinadas, en todos los casos, a su venta, adjudicación o cesión por cualquier título, aunque sea ocasionalmente».

La referencia comunitaria en este caso se encuentra en el artículo 12(1) de la Directiva del IVA, conforme al cual los Estados miembros podrán considerar sujetos pasivos a quienes realicen de modo ocasional operaciones relacionadas con las actividades económicas y, en especial, la entrega de un terreno edificable.

Por referencia de nuevo al artículo 5.uno.c) de la Ley del IVA, conviene comenzar el análisis por el final e insistir en que la atribución del estatuto de empresario o profesional a los urbanizadores ocasionales lo es incluso en el caso de que su intervención en el mercado inmobiliario sea precisamente eso, ocasional, esporádica, no habitual ni recurrente.

Lo indica expresamente la norma, por lo que poco queda que añadir. Nótese que en caso de que la citada participación en el mercado urbanístico fuera recurrente o habitual, la condición de empresario o profesional se alcanzaría igualmente, pero con base en el concepto general expuesto páginas atrás, resultando el artículo que ahora comentamos un epíteto.

También hay que apuntar, en paralelo a lo que hicimos en el epígrafe anterior, que el precepto que ahora explicamos es una especificidad del IVA, sin equivalente en la normativa de los impuestos directos. No debe extrañar, y será frecuente el caso, de que quien se convierta en empresario o profesional por mandato del artículo 5.uno.d) de la Ley del IVA obtenga, no obstante, incrementos de capital a los efectos del IRPF y no rendimientos de la actividad económica.

Los requisitos que establece la norma para la adquisición del estatuto de empresario o profesional de los urbanizadores ocasionales son dos: i) la urbanización de terrenos y ii) la puesta de algún modo en el mercado.

Comenzando por el segundo, la venta, adjudicación o cesión por cualquier título, como así se indica en la Ley del IVA, su voluntad parece clara: el urbanizador ocasional al que se quiere sujetar a IVA es el que urbaniza con fines comerciales, distintos al consumo propio. En la medida en que la urbanización se realice con esta finalidad de puesta en el mercado, procederá la sujeción al IVA de lo urbanizado, no así en otro caso, como así se infiere de la norma y ha indicado igualmente la DGT en contestaciones como la de 10-1-2018, V0031-18, entre otras.

Como ocurre con cualquier otro extremo para el que no se disponga lo contrario, lo anterior tiene que acreditarse adecuadamente. A diferencia de otros, en este caso hay elementos de prueba que pueden ayudar en esta tarea, como son, principalmente, la cantidad de terreno que se urbaniza y la calificación o destino del suelo sobre el que se actúa.

Así, en caso de que el aprovechamiento urbanístico que resultará de la urbanización del suelo sea grande, difícilmente cabe considerar que tenga un destino que no sea su puesta en el mercado de algún modo. De la misma forma, si la calificación de los terrenos que se están urbanizando es no residencial, no parece viable un uso que no sea empresarial, descartándose el uso privado que podría conducir a la denegación de la condición de empresario o profesional.

Ejemplo



El propietario de una pequeña finca rústica de 2.500 metros cuadrados procede, una vez cumplidos los trámites legales previstos al efecto, a su urbanización para la construcción de la vivienda unifamiliar en la que se propone vivir a continuación.

Solución

No existiendo elementos que permitan afirmar intención alguna de venta de los terrenos que se están urbanizando, debe considerarse a su propietario como consumidor final, por lo que el IVA soportado en la urbanización no es deducible y su hipotética transmisión posterior, si se produjera, debería considerarse no sujeta al IVA y sujeta a la modalidad de TPO del ITPAJD.



Ejemplo



Otro propietario de suelo persona física dispone de 40.000 metros cuadrados de suelo rústico a las afueras de una capital de provincias. Cumplidos los trámites oportunos, este propietario se dispone a su urbanización, para lo que contrata una empresa constructora.

El suelo edificable que va a resultar de acuerdo con la edificabilidad autorizada por el Ayuntamiento es de 60.000 metros cuadrados, que se repartirá en 12 solares edificables.

El propietario se da de alta en el censo de empresarios, profesionales o retenedores, pasando a soportar a continuación los gastos iniciales de la actividad.

Solución

La actuación descrita atribuirá a su propietario el estatuto de empresario o profesional a los efectos del IVA. En buena lógica, lo anterior va a determinar, de entrada, la posibilidad de deducir el IVA correspondiente a los gastos de urbanización y, posteriormente, la sujeción a IVA de los terrenos transmitidos (supuesto, como supondremos y en este punto no vamos a cuestionar, que no hay supuesto de exención aplicable porque los terrenos se venden, cuanto menos, en curso de urbanización).



El segundo de los requisitos que estudiaremos en cuanto a la adquisición de la condición de empresario o profesional para los urbanizadores ocasionales es la urbanización de terrenos. Hemos de adelantarnos ya a indicar que se trata de una cuestión polémica.

La transformación que implica la urbanización del suelo puede aproximarse de varias formas, que podríamos resumir en dos: la que atiende a la modificaciones en el uso del suelo, que podríamos calificar como jurídica, en tanto que atinente a su condición legal, y la que se refiere a sus características físicas, más intuitiva quizá, y que tiene por objeto la dotación de todas las infraestructuras necesarias para que, realizada la edificación con posterioridad, lo construido pueda ser utilizado normalmente (suministro de electricidad, acceso rodado y para peatones, abastecimiento de agua potable y evacuación de aguas residuales –alcantarillado–, etc.).

Se trata de un proceso complejo, cuyo fraccionamiento, como de alguna manera hemos sugerido en el párrafo anterior, puede resultar artificial. Con todo, lo habitual es que el proceso se inicie con lo que hemos dado en llamar transformación jurídica, que tiene como resultado la modificación en las condiciones de uso y estatus del suelo y que se caracteriza, adicionalmente, por los diversos trámites y gestiones que implica. Únicamente cuando todas estas fases han concluido es cuando, razonablemente, se iniciarán las obras conducentes a la transformación material, también antes referida.

Esta sucesión de fases en el tiempo no es baladí, habida cuenta de la relevancia que le ha dado la jurisprudencia.

Así, comenzando por la importante sentencia de 11-10-2004, el TS ha señalado de forma reiterada que la urbanización del suelo, determinante de la adquisición de la condición de empresario o profesional al amparo de lo dispuesto por el ar. 5.uno.d) de la Ley del IVA y de la calificación del suelo como en curso de urbanización, al margen de la exención que establece su artículo 20.uno. 20º, únicamente debe entenderse iniciada cuando comiencen las obras de transformación física del mismo, sin que las labores previas, por medio de las cuales se opera, o por lo menos se inicia, la modificación de su estatuto jurídico, sean relevantes a este respecto.

La diferencia entre ambas tareas se ilustra de forma muy explícita en las contestaciones más recientes de la DGT sobre el particular, en las que, con base en el criterio más amplio, que la misma DGT ha mantenido en cuanto al alcance de la inversión del sujeto pasivo (epígrafe B.3.d), se explica que la citada amplitud lo es únicamente a los efectos de determinar el alcance del procedimiento de inversión –artículo 84.uno.2º.g) de la Ley del IVA–, pero no en cuanto a la atribución de la condición de empresario o profesional –artículo 5.uno.d) de la Ley del IVA– ni de la exclusión de la exención – artículo 20.uno.20º de la Ley del IVA–.

A la crítica que se deduce ya del artificioso fraccionamiento del proceso urbanístico que receta el TS, como ya hemos indicado, hay que añadir la incompatibilidad de las anteriores consideraciones con la jurisprudencia comunitaria. Efectivamente, la sentencia de 28-3-1996, Gemeente Emmen, asunto C-468/93, ya dispuso expresamente que el inicio de las obras no se podía tomar como criterio relevante a estos efectos.

Sea como fuere, el criterio patrio es el señalado, apuntalado tanto en la jurisprudencia como en la doctrina.

Ejemplo



Una persona física sin actividad empresarial o profesional alguna es propietaria de unos terrenos de uso rústico que heredó hace unos en un municipio de Asturias. Estos terrenos, que están baldíos, sin cultivar, son recalificados por el Ayuntamiento. Tras la recalificación, su propietario los vende por 600.000 €.

Solución

La venta de terrenos que se ha descrito no está sujeta al IVA, ya que el transmitente del suelo no es empresario o profesional. El hecho de que los terrenos se hayan recalificado no tiene ninguna consecuencia a estos efectos. La operación estará sujeta a la modalidad de TPO del ITPAJD, que deberá liquidar y pagar el adquirente de los terrenos.



Ejemplo



Otro particular, persona física, es propietario de una parcela que adquirió igualmente por título hereditario, sin desarrollar en ella ningún tipo de actividad empresarial.

Tras su recalificación, el propietario satisface los primeros gastos relacionados con la urbanización del suelo, en particular, 8.000 € para financiar ciertos trámites administrativos previos al inicio de las obras de urbanización. A continuación, se procede a la venta de los terrenos, obteniendo por ellos un importe de 1.450.000 €.

Solución

A diferencia del supuesto anterior, en este caso se han satisfecho ya algunos gastos relativos a actividades que se podrían considerar, al menos en una perspectiva amplia, como urbanización de terrenos. Esta acepción amplia, como se ha explicado, no es la que admite el TS para atribuir la condición de empresario o profesional al vendedor a los efectos de la posterior venta de los terrenos. Con base en lo anterior, tendríamos, en lo que a la liquidación del IVA se refiere, lo siguiente:


	
–  A dichos gastos les es aplicable la inversión del sujeto pasivo, según reiterada doctrina de la DGT, por lo que cabría considerar que su vendedor se ha convertido en empresario o profesional. Esto implica la obligación de presentar la correspondiente declaración censal (modelo 037 en este caso) y autoliquidar el impuesto.


	
–  Sin embargo, y con respecto a la venta de los terrenos, el propietario conserva la condición de particular, por lo que debería considerarse no sujeta a IVA y sí a la modalidad de TPO del ITPAJD.




Además de lo paradójico de la diferencia que se acaba de apuntar, se suscita adicionalmente la duda de la posible deducción del IVA satisfecho por los gastos previos, deducción que no debería negarse, pero que puede resultar controvertida si tenemos en cuenta que se trata de gastos relativos a una entrega de bienes, la de los terrenos, respecto a la cual el vendedor no es empresario o profesional.



Ejemplo



Otro propietario es igualmente un particular, persona física, que participa en esta operación de manera ocasional. En este supuesto, el propietario paga el 50% de los gastos de urbanización, incluyendo trabajos consistentes en su transformación material, todo ello por un total de 60.000 €. A continuación, vende el suelo por 2.400.000 €.

Solución

En este caso, debe considerarse al propietario como empresario o profesional a los efectos del IVA, tanto en lo que concierne a la inversión del sujeto pasivo como en cuanto a la atribución de la condición de empresario o profesional y la no exención de la venta de los terrenos. Lo anterior implicaría lo siguiente:


	
–  Por los gastos de urbanización del suelo, el propietario debería liquidar y deducir el impuesto, en ambos casos por 12.600 € (el 21% de 60.000 €).


	
–  A la venta del suelo, se deberá repercutir e ingresar IVA por un importe total de 504.000 € (el 21% de 2.400.000 €).






Adicionalmente, hay que señalar que la DGT ha entendido que los terrenos que habían de ser objeto de nuevas actuaciones para la obtención de la condición de edificables han considerarse como no urbanizados y, por tanto, exentos en su transmisión (contestaciones de 23-6-2020, V2059-20, 31-10-2022, V2300-22, ó 6-10-2023, V2711-23, entre otras), obviamente, salvo que se renuncie a la exención.

Sentado el criterio del inicio de las obras de urbanización como determinante del comienzo del proceso y, con él, de la adquisición de la condición de empresario o profesional para los propietarios de suelo que, ocasionalmente, lo urbanizan, se suscitó ante la DGT la relevancia que pudiera tener, en su caso, el pago de las obras de urbanización o, cuando la urbanización se ejecuta a través de actuaciones sistemáticas, el giro y, en su caso, pago, de las derramas por parte de las juntas de compensación.

El criterio establecido al respecto se basó en la afectación real de los terrenos al pago de los trabajos de urbanización, concluyéndose, con base en él, que este pago adelantado de las obras de urbanización, aunque precediera al inicio material de las mismas, había de surtir el mismo efecto, debiendo considerarse, pues, que los terrenos liberados en parte de esta carga urbanística eran terrenos para los que debían entenderse realizadas en parte las obras, resultando en consecuencia sus propietarios empresarios o profesionales a los efectos del IVA.

Este criterio fue inicialmente señalado en la contestación de la DGT de 17-6-2005, V1175-05, y reiterado después de forma repetida (entre otras, contestaciones de 26-4-2006, V0825-06, 30-10-2008, V1984-08, 21-6-2012, V1339-12, 21-5-2014, V1352-14, 13-10-2017, V2617-17, 20-1-2022, V0089-22, o de 6-10-2023, V2711-23), incluso en situaciones en que dicha imputación de gastos no sigue el desarrollo del plan urbanístico, sino que se sitúa al margen del mismo, a pesar de lo cual surte un efecto equivalente (DGT, 14-9-2022, V1951-22).

Es de ver que este criterio fue también asumido por el TEAC, como también por el TS, que se decantó por el mismo en sentencias de 28-10-2015, Recurso 427/2013, y de 14-3-2017, Recurso 203/2016.

Ejemplo



El propietario de unos terrenos a las afueras de una capital de provincias, persona física sin ninguna otra actividad empresarial, decide, aprobada su transformación en urbanizables, acometer por sí mismo el proceso de transformación. A tal efecto, contrata las obras de urbanización con una empresa constructora, a la que adelanta el 20% del importe total de las obras que se realizarán. El pago efectivo se hace por transferencia, que se ordena el 20-7-N.

Antes de que se inicien materialmente los trabajos, el propietario recibe una oferta por los terrenos, que transmite en escritura pública que se otorga con fecha 10-9-N. Las obras de urbanización comienzan en noviembre del mismo año.

Solución

La venta de terrenos que se ha descrito ha de considerarse sujeta y no exenta de IVA, ya que, aunque a la fecha de la venta, las obras de urbanización todavía no se han iniciado, su pago anticipado se puede entender como de efecto equivalente a estos efectos. De resultas de ello, su propietario se ha convertido en empresario o profesional en relación con estos terrenos y estos han pasado a ser considerados como en curso de urbanización en lo que se refiere a la exención, quedando excluidos de la misma, por todo lo cual, como decíamos, la venta de los terrenos debe entenderse sujeta y no exenta de IVA.



Ejemplo



Otro propietario igualmente particular sin actividad empresarial o profesional alguna, en este caso incluido en una junta de compensación, recibe la primera derrama por gastos de urbanización que le gira la Junta. La derrama se pasa al cobro el 12-1-N y su pago efectivo se realiza por parte del propietario juntacompensante el 20-1-N.

Efectuado el pago de la cantidad exigida, que ascendía a 80.000 €, su propietario decide la venta de los terrenos, por los que obtiene un total de 2.000.000 €. La venta se hace mediante escritura pública de 20-2-N.

Las obras de urbanización se acaban iniciando el 10-4-N.

Solución

Como en el ejemplo anterior, este propietario deberá considerarse empresario o profesional a los efectos del IVA, ya que, aunque la venta de los terrenos se realiza antes del inicio efectivo de las obras de urbanización, esta se hace con una parte de la carga urbanística ya pagada por su vendedor, lo que, en este contexto, se equipara al comienzo material de las obras.



Es importante no confundir las anteriores consideraciones con el tratamiento correspondiente a quienes, teniendo ya la condición de empresario o profesional por razón de sus actividades ordinarias, intervienen en un proceso urbanístico en el desarrollo de las mismas. En este caso, lo que podrá determinar el inicio de las obras es la exención o no de los terrenos, tal y como analizaremos en el epígrafe B.2, pero no la adquisición del estatuto de empresario o profesional de quien interviene en las operaciones.

Ejemplo



Definida una unidad de actuación, participa en ella una sociedad que se dedica habitualmente a la promoción de suelo edificable. Esta entidad adquiere sus terrenos a un agricultor de la localidad, que los utilizaba los terrenos en el cultivo de frutas y verduras.

En la operación se renuncia a la exención, soportando la entidad 84.000 € de IVA sobre los 400.000 € que se pagan por el suelo (el vendedor renuncia a la exención, lo que hace que se aplique la inversión del sujeto pasivo y sea la entidad adquirente la que debe liquidar el IVA correspondiente a la operación).

Solución

A diferencia de los casos antes analizados, relativos a urbanizadores ocasionales, la entidad a la que se refiere este ejemplo adquiere los terrenos con la intención de proceder a su urbanización y se dedica a ello habitualmente. En consecuencia, su condición de empresario o profesional no deriva de la urbanización ocasional de suelo con intención de venta, sino del desarrollo mismo de actividades empresariales o profesionales por naturaleza.

Lo anterior implica que, ya desde el momento en que se adquieren los terrenos, el IVA satisfecho es deducible, con independencia de que los gastos de urbanización se asuman con posterioridad y de las consecuencias que esta asunción, o el inicio efectivo de las obras, pueda suponer. Los 84.000 € pagados en concepto de IVA a la adquisición del suelo serán deducibles, por tanto, para la entidad.

Esta misma conclusión debería ser trasladable a quien, de forma ocasional, adquiere unos terrenos para su urbanización, aunque sea de forma ocasional, aunque no es lo habitual, ya que, como de alguna forma se indica en los ejemplos anteriores, lo más frecuente es que los urbanizadores ocasionales lo sean en relación con terrenos que habían adquirido al margen de cualquier tipo de pretensión de desarrollo de actuaciones urbanísticas.



El carácter ciertamente exorbitante del artículo 5.uno.d) de la Ley del IVA se proyecta incluso en la sujeción al IVA de la venta o adjudicación de los terrenos. Así, con carácter general, la afectación a la actividad empresarial de los elementos adquiridos ha de producirse en el momento mismo de la adquisición, conforme ha señalado el TJUE de forma reiterada (por todas, haremos referencia a la sentencia de 11-7-1991, Lennartz, asunto C-97/90). Bienes y derechos que, a la fecha de su compra, no se adquieren con esta intención de uso empresarial, no forman parte del patrimonio de la actividad.

La consecuencia primaria de lo anterior es la imposibilidad de deducir el IVA soportado en la compra, ello aunque se afecten posteriormente a la actividad económica. Así resulta de la jurisprudencia y así se infiere de lo dispuesto por el artículo 93.cuatro de la Ley del IVA. La consecuencia lógica de lo anterior debería ser la no sujeción de lo posteriormente transmitido, como así despacho el mismo TJUE en su sentencia de 4-10-1995, Armbrecht, asunto C-291/92.

La referencia de estos criterios a los urbanizadores ocasionales debería conducir a limitar la sujeción al IVA de la posterior venta de los terrenos urbanizados, como mucho, a la parte proporcional correspondiente a los servicios de urbanización, que son los que, efectivamente, se podrían considerar recibidos con intención de uso empresarial, pero no al valor del suelo del que se era propietario con anterioridad.

Lo anterior carece por completo de sentido, lo que refuerza, como decíamos, el carácter exorbitante del artículo 5.uno.d) de la Ley del IVA.

B.2.  La exención de las transmisiones de terrenos

B.2.a.  Alcance de la exención de las transmisiones de terrenos

La exención de las entregas de terrenos se regula por el artículo 20.uno.20º de la Ley del IVA.

En la Directiva del IVA, la exención se contempla en su artículo 135(1)(k), que la refiere a las entregas de bienes inmuebles no edificados, distintas a las de los terrenos edificables contemplados su artículo 12(1)(b), que es el que atribuye la condición de sujeto pasivo de IVA –empresario o profesional– a quienes realicen ocasionalmente operaciones relacionadas con las actividades económicas y, en particular, entregas de terrenos edificables.

El citado artículo 20.uno.20º de la Ley del IVA viene a establecer lo siguiente:


	
1º.  Están exentas las entregas de:
	
a)  terrenos rústicos y demás que no tengan la condición de edificables, incluidas las construcciones de cualquier naturaleza en ellos enclavadas, que sean indispensables para el desarrollo de una explotación agraria,

	
b)  terrenos destinados exclusivamente a parques y jardines públicos o a superficies viales de uso público.





	
2º.  No están exentas las entregas de:
	
a)  terrenos edificables, que son, conforme a la propia Ley del IVA, los calificados como solares por la Ley sobre el Régimen del Suelo y Ordenación Urbana y demás normas urbanísticas, así como los demás terrenos aptos para la edificación por haber sido autorizada por la correspondiente licencia administrativa.

	
b)  los siguientes terrenos, aunque no tengan la condición de edificables:
	
–  los terrenos urbanizados o en curso de urbanización, excepto los destinados exclusivamente a parques y jardines públicos o a superficies viales de uso público.

	
–  los terrenos en los que se hallen enclavadas edificaciones en curso de construcción o terminadas cuando se transmitan conjuntamente con las mismas y las entregas de dichas edificaciones estén sujetas y no exentas al impuesto. No obstante, se consideran exentas las entregas de terrenos no edificables en los que se hallen enclavadas construcciones de carácter agrario indispensables para su explotación y las de terrenos de la misma naturaleza en los que existan construcciones paralizadas, ruinosas o derruidas.











La anterior calificación sigue, de forma muy aproximada, la dicción de la Ley del IVA. Una clasificación alternativa, quizá más sencilla, es la siguiente:

1º. Están exentas las entregas de terrenos rústicos, al margen de cualquier proceso de transformación urbanística.

2º. En relación con terrenos que se encuentren en un proceso de transformación urbanística, están exentas las entregas de terrenos para los que:


	
a)  no se han iniciado las obras de urbanización y

	
b)  tampoco se ha asumido el gasto o precio de los trabajos de urbanización.



En caso de que a la fecha de transmisión se hubiera asumido –pagado con dinero o en especie– el gasto de la urbanización o hubieran comenzado efectivamente las obras, la transmisión estaría sujeta y no exenta.

A la inversa, si se trata de transmisiones de terrenos para los que todavía ni se han asumido los gastos de urbanización ni se han iniciado las obras, las mismas estarán no sujetas, si se realizan por particulares, o sujetas pero exentas si se efectúan por empresarios o profesionales que actúan como tales. Interesa recordar que las labores previas, encaminadas a posibilitar la urbanización, consistentes en estudios, gestiones administrativas diversas y demás, no se consideran como trabajos de urbanización a estos efectos.

3º. En todo caso, están exentas las entregas de terrenos destinados exclusivamente a parques y jardines públicos o a superficies viales de uso público, como expresamente declara la Ley del IVA y apunta igualmente la DGT en contestaciones como las de 15-9-2014, V2430-14, 7-10-2019, V2735-19, o de 14-4-2021, V0897-21.El TEAC, en Resolución de 15-12-2022, RG 3994/2020, señala que, a estos efectos, lo relevante no es el estado físico del terreno en la fecha de la compraventa, sino el estado del terreno que el transmitente se compromete a poner a disposición del adquirente.

Se basa para ello en la Sentencia del TS de 28-10-2015, recurso 427/2013, que así lo establece en un supuesto en el que el objeto del contrato eran los terrenos resultantes de un proceso de urbanización, pendiente de aprobación, cuya entrega no podía entenderse producida antes de haberse siquiera iniciado dicho proceso, sin perjuicio del devengo del impuesto que pudiera producirse como consecuencia de la realización de pagos anticipados anteriores a la realización del hecho imponible, criterio reiterado por el TS en sentencia de 14-3-2017, Recurso 203/2016.

La anterior Resolución es relativamente similar a la de 15-7-2019, RG 2448/2016, relativa a una venta de suelo en la que se repercute IVA cuya deducción la administración deniega porque consta en el Registro de la propiedad como suelo rústico.

El TEAC fundamenta su Resolución igualmente en la Sentencia del TS de 13-7-2011, en la que se declara que el Registro de la Propiedad da fe de la situación jurídica de los inmuebles en él inscritos, pero no de las demás cuestiones de hecho relativas a los mismos. Constatado a través de elementos diversos, entre los que se contaba con certificaciones administrativas, que efectivamente el suelo transmitido estaba urbanizado, entiende el TEAC que lo que procede es reconocer la no exención del suelo transmitido y, con ella, la deducción de las cuotas soportadas por el destinatario.

Es ilustrativa también, a este respecto, la contestación de la DGT de 5-5-2022, V0986-22, relativa a la transmisión de unos terrenos urbanizados, incluidos en el ámbito de un Plan General de Ordenación Urbana que ha sido objeto de una Modificación Puntual. Sin haberse constituido la Junta de Compensación, se ha comenzado la ejecución de obras como consecuencia de un convenio administrativo suscrito entre la consultante y los propietarios de los terrenos. El destino de los terrenos será la construcción de edificaciones (viviendas, oficinas y establecimientos comerciales).

La DGT de basa en la sentencia del TS de 29-10-2021, Recurso 2754/2019, que recoge los criterios contenidos de otras de sus sentencias, como la de 28-10-2015, Recurso 427/2013, y sentencias del TJUE, como las de 17-1-2013, C-543/11, y de 30-9-2021, C-299/20, respecto a un supuesto de transmisión de unas parcelas calificadas como suelo urbano, pero sin que se hubiesen iniciado las obras materiales de urbanización sobre ellas.

El TS dispone que a los efectos de su exención, en particular, la exigencia de que se trate de un terreno rústico o no edificable, ha de entenderse referida a la calificación y realidad urbanística a la fecha de la transmisión, pero cuando estas características no arrojen luz sobre tal extremo, deberá llevarse a cabo una apreciación global de las circunstancias, incluida la de la intención de las partes, siempre que ésta pueda deducirse a partir de elementos objetivos, para determinar si dicha transmisión se refiere, o no, a un terreno edificable.

En atención a los elementos concurrentes, concluye la DGT que existen elementos objetivos que pondrían de manifiesto que la intención de las partes sería la transmisión de terrenos edificables, por lo que su entrega se encontraría sujeta y no exenta.

3º. En todo caso están exentas las entregas de terrenos destinados exclusivamente a parques y jardines públicos o a superficies viales de uso público.

Esta exención es aplicable con independencia del estado de los terrenos entregados, esto es, tanto si se trata de terrenos rústicos como si se trata de terrenos para los que ya se ha iniciado el proceso de transformación urbanística.

4º. Finalmente, en el caso de las entregas de terrenos con edificaciones, hay que distinguir:


	
a)  las construcciones de carácter agrario indispensables para su explotación siguen el régimen de la entrega de los terrenos, por lo que si dicha entrega está exenta, la de las construcciones también, aplicándose de este modo el principio de accesoriedad,

	
b)  en otro caso, si lo principal es la edificación, se atiende a la condición de esta, resultando la transmisión exenta o no en función de la exención aplicable a las entregas de edificaciones (esta cuestión se estudia en el epígrafe D.2). Por excepción, la transmisión de construcciones paralizadas, ruinosas o derruidas sigue el régimen del suelo en el que se ubican, de forma que si este es de uso rústico, la venta estará exenta, no así en otro caso.



Ejemplo



En la venta de una finca rústica que se dedica a la producción de aceituna se incluye una pequeña edificación en la que se guardan habitualmente los aperos que se usan en su explotación. Se trata de una pequeña nave no habitable. El precio de la operación es de 3.600.000 €.

Solución

El tipo de construcción que se propone en el enunciado debe calificarse como accesoria, no debiendo, por tanto, afectar a la exención de la transmisión (aplicable, en buena lógica, si el vendedor es empresario o profesional en relación con ella, lo que se infiere de su destino a la producción de aceituna). Lo anterior ha de entenderse igualmente sin perjuicio de que se renuncie a la exención, en su caso.



Ejemplo



El propietario de otra finca, que se dedica a la producción de uva, la vende. La finca tiene 340 hectáreas e incluye una edificación apta para ser utilizada como vivienda con una superficie construida de 600 metros, además de otras instalaciones en las que se guarda la maquinaria y aperos que se usan en su explotación. La venta se realiza por 6.200.000 €.

Solución

A diferencia del anterior, en este caso la operación incluye una vivienda que no se puede considerar indispensable para la explotación de la finca. En consecuencia, habría que considerar que se están transmitiendo dos inmuebles distintos, a cada uno de los cuales debería dársele el tratamiento que corresponda.

Nótese que, estando las dos operaciones descritas exentas de IVA, la posibilidad de renuncia debería analizarse por separado, en atención a la deducibilidad del IVA soportado en la compra, más probable en el caso de la finca y un tanto menos en el caso de la vivienda, especialmente en caso de que esta se destinase al uso privado del adquirente.



Ejemplo



Otra finca rústica en la que en tiempos funcionó un hotel rural se transmite. El hotel lleva tiempo cerrado y amenaza ruina, siendo la intención de los adquirentes su demolición y la dedicación de la finca a la producción agraria.

Solución

En este caso, aunque la finca transmitida cuente con una edificación que no tiene que ver con su explotación, se trata de una edificación ruinosa que, de nuevo tiene que seguir, en lo que a su tributación en el IVA se refiere, el régimen de la operación principal, que es la transmisión del suelo. Resultando está exenta, la existencia de la edificación que se transmite con ella es, en este caso, irrelevante.



Volviendo a las transmisiones de suelo sin edificaciones, es importante insistir en la diferente configuración de las mismas según se realicen en el curso de procesos de transformación urbanística o al margen de los mismos:


	
a)  para los terrenos que no están siendo objeto de ningún tipo de transformación, lo determinante en cuando a su exención es su uso, de forma que si se trata de terrenos de uso rústico, su venta está exenta, si se trata de terrenos edificables, lo procedente es la no exención,

	
b)  respecto a los terrenos en curso de urbanización, tal y como ya hemos explicado, el inicio de las obras, o la asunción de su coste, determina la consideración de los mismos como terrenos en curso de urbanización y, con ello, la no exención.



Interesa recordar, en relación con esta última cuestión, que el inicio de las obras atribuye igualmente la condición de empresario o profesional al propietario de los terrenos, por lo que cabe considerar que sujeta a IVA la entrega de los terrenos por la doble vía de la no exención y de la transformación en empresario o profesional de su transmitente en caso de que no lo fuera.

B.2.b.  Usos del suelo y exención de las transmisiones de terrenos

Los usos o situaciones del suelo se establecen en el Texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, aprobado por el Real Decreto Legislativo 7/2015, Ley del Suelo en adelante, cuyo artículo 21.1 dispone que todo el suelo se encuentra, a los efectos de dicha ley, en una de las situaciones básicas de suelo rural o de suelo urbanizado.

Hemos de distinguir, pues:

1º. Suelo rural (artículo 21.2 de la Ley del Suelo) es el suelo preservado por la ordenación territorial y urbanística de su transformación mediante la urbanización, concepto que deberá comprender, como mínimo, los terrenos excluidos de dicha transformación por la legislación de protección o policía del dominio público, de la naturaleza o del patrimonio cultural, los que deban quedar sujetos a tal protección conforme a la ordenación territorial y urbanística por los valores en ellos concurrentes, incluso los ecológicos, agrícolas, ganaderos, forestales y paisajísticos, así como aquéllos con riesgos naturales o tecnológicos, incluidos los de inundación o de otros accidentes graves, y cuantos otros prevea la legislación de ordenación territorial o urbanística.

También se incluye en esta categoría el suelo para el que los instrumentos de ordenación territorial y urbanística prevean o permitan su paso a la situación de suelo urbanizado, hasta que termine la correspondiente actuación de urbanización, así como cualquier otro que no reúna los requisitos para ser suelo urbanizado.

Adicionalmente, tienen también esta condición los terrenos forestales incendiados al menos durante el plazo de 30 años en el que está prohibido el cambio de uso forestal por el artículo 50.1.a de la Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes (Disposición Adicional Sexta de la Ley del Suelo).

2º. Suelo urbanizado (artículo 21.3 de la Ley del Suelo) es el que, estando legalmente integrado en una malla urbana conformada por una red de viales, dotaciones y parcelas propia del núcleo o asentamiento de población del que forme parte, cumpla alguna de las siguientes condiciones:


	
a)  Haber sido urbanizado en ejecución del correspondiente instrumento de ordenación.

	
b)  Tener instaladas y operativas, conforme a lo establecido en la legislación urbanística aplicable, las infraestructuras y los servicios necesarios, mediante su conexión en red, para satisfacer la demanda de los usos y edificaciones existentes o previstos por la ordenación urbanística o poder llegar a contar con ellos sin otras obras que las de conexión con las instalaciones preexistentes. Se añade que el hecho de que el suelo sea colindante con carreteras de circunvalación o con vías de comunicación interurbanas no comporta, por sí mismo, su consideración como suelo urbanizado.

	
c)  Estar ocupado por la edificación, en el porcentaje de los espacios aptos para ella que determine la legislación de ordenación territorial o urbanística, según la ordenación propuesta por el instrumento de planificación correspondiente.



Adicionalmente, se declara igualmente en la situación de suelo urbanizado el incluido en los núcleos rurales tradicionales legalmente asentados en el medio rural, siempre que la legislación de ordenación territorial y urbanística les atribuya la condición de suelo urbano o asimilado y cuando, de conformidad con ella, cuenten con las dotaciones, infraestructuras y servicios requeridos al efecto (artículo 21.4 de la Ley del Suelo).

La Ley del IVA es algo más compleja en la delimitación de la exención, obligando a distinguir:


	
a)  Suelo edificable, por haberse concluido en él las tareas de urbanización, que no está exento.

	
b)  Suelo urbanizado en el que, por la necesidad de completar cualquier tipo de actuación urbanística, todavía no tenga la condición de edificable, excluido igualmente de la exención.

	
c)  Suelo en curso de urbanización, con los trabajos de transformación todavía no concluidos, también al margen de la exención.

	
d)  Suelo rural en el que no se ha iniciado ninguna tarea de urbanización, exento.



La principal diferencia se encuentra en la categoría c), que no cabe considerar todavía como suelo urbanizado, a pesar de lo cual se excluye de la exención en el IVA. Para las demás categorías, se puede afirmar que el suelo rústico está exento, no así el suelo urbanizado.

A lo anterior habría que añadir la exención prevista para los terrenos destinados a parques, jardines y viales de uso público.

B.2.c.  Transmisiones de suelo con edificaciones accesorias y exención

Por su propia definición, toda edificación se asienta sobre un terreno, por lo que la transmisión de cualquier edificación habrá de tener en cuenta esta circunstancia.

Con carácter general, la aplicación del IVA a las entregas de edificaciones atiende exclusivamente a las características de estas, considerándose el suelo como un elemento secundario o accesorio a la transmisión del edificio. Puede no ser así.

De este modo, para especificar el tratamiento de las entregas de terrenos con edificaciones, hay que discriminar las siguientes situaciones:


	
1ª.  Si la edificación transmitida es el objeto principal de la operación, el terreno sobre el que se asiente seguirá el régimen de exención que le corresponda a la edificación.

	
2ª.  Si, por el contrario, la edificación es algo accesorio del terreno sobre el que se asienta, siendo este el objeto principal de la operación, habrá que estar a la naturaleza del terreno transmitido y, en función de la misma, establecer su efectiva tributación por el IVA.



La propia Ley del IVA incluye varios supuestos en los que así se considera:


	
a)  Terrenos no edificables en los que existan construcciones de carácter agrario que sean indispensables para su explotación, a las que se niega la condición de edificaciones a los efectos del IVA (artículo 6.Tres.b) de la Ley del IVA).

	
b)  Viviendas unifamiliares cuando los terrenos urbanizados en los que se asienten superen los 5.000 metros cuadrados, cuya entrega se excluye de la exención, permitiendo que el tratamiento correspondiente a la edificación se extienda a los terrenos únicamente hasta alcanzar dicha superficie, quedando el exceso sujeto al régimen que corresponda a los terrenos (artículo 20.uno.22º.A), tercer párrafo, de la Ley del IVA). Esta separación de la operación en dos, dado a cada una de ellas el tratamiento que le corresponda, se ha admitido por la DGT en contestación de 23-11-2004, V0296-04.

	
c)  Entregas de edificaciones para su rehabilitación, considerando que la rehabilitación de edificaciones de alguna forma se asimila a su construcción. Aunque el objeto de la operación no se pueda decir en este caso sin más que sea el suelo sobre el que se levanta la edificación, se trata de una operación muy similar (artículo 20.uno.22º.A), quinto párrafo, subapartado b), de la Ley del IVA).

	
d)  Entregas de edificaciones para su demolición con carácter previo a una nueva promoción urbanística, excluidas igualmente de la exención para las segundas y ulteriores entregas de edificaciones ya que, en la medida en que la edificación va a ser demolida para una nueva promoción urbanística, se entiende que el auténtico objeto de interés económico es el suelo sobre el que se levanta la edificación (artículo 20.uno.22º.A), quinto párrafo, subapartado c), de la Ley del IVA).A esta situación se refiere la Resolución del TEAC de 15-7-2019, RG 2456/2016, relativa a la entrega de unas naves industriales para su demolición y posterior urbanización. El TEAC declara que, efectivamente, el sustrato económico de la operación es el suelo, por lo que ha de atenderse a este en el análisis de la exención. Ya la doctrina del TEAC previa a la modificación de la norma (Resolución de 8-11-2011, RG 3752/2009) había indicado que la no exención de las entregas de suelo en curso de urbanización, pero todavía no edificables, debía interpretarse en términos objetivos, en atención a la situación o naturaleza del suelo transmitido, con independencia de la condición de su transmitente (la redacción previa de la norma limitaba la no exención a las transmisiones de suelo urbanizado o en curso de urbanización, aunque todavía no edificable, a que se efectuasen por los promotores de la urbanización). En interpretación conjunta de los dos criterios anteriores, se concluye que la operación realizada estaba efectivamente sujeta y no exenta de IVA, no siendo aplicable la cuota incrementada de AJD existente en Aragón para estos casos. En idéntico sentido se pueden citar la contestación de la DGT de 2-12-2009, V2652-09, y las sentencias del TS de 18-9-2017, Recurso 2642/16, y de 27-9-2017, Recurso 3161/16.



	
e)  Entregas de terrenos no edificables en los que existan construcciones paralizadas, ruinosas o derruidas, al atenderse a la naturaleza del terreno, de forma que, si se trata de terrenos no edificables, la operación está exenta (artículo 20.uno.20.º, tercer párrafo, letra b), de la Ley del IVA).



B.3.  El proceso urbanizador

El desarrollo del proceso urbanístico da lugar a la aplicación conjunta de las dos cuestiones que hemos analizado anteriormente, que son la determinación de quiénes tienen, en relación con la venta de terrenos, el estatuto de empresario o profesional y, a la vez, la posible exención de los terrenos transmitidos. De estas dos cuestiones nos ocupamos a continuación.

B.3.a.  Propietarios de suelo y proceso urbanísticos

Exclusión de propietarios previa al inicio del proceso de urbanización

En el análisis de la situación de los propietarios de suelo en proceso de urbanización, hay una primera cuestión que delimitar, que es el tratamiento de los que, por razón de lo reducido de sus terrenos, quedan excluidos de la urbanización.

La exclusión de estos pequeños propietarios se realiza a cambio de una adecuada compensación, lo que suscita la duda de su tratamiento en el IVA.

A este respecto, hay que distinguir según se trate de particulares, que no desarrollaban en relación con los terrenos afectados, ningún tipo de actividad empresarial o profesional o de propietarios que sí que tuvieran una actividad este tipo respecto a los terrenos en cuestión.

En relación con los primeros, la transmisión de los terrenos que se opera como consecuencia de su salida del proceso urbanístico está claramente no sujeta al IVA, por cuanto carecían del estatuto de empresarios o profesionales y la salida del proceso urbanístico se efectúan antes de que se le dé inicio, por lo que tampoco como urbanizadores ocasionales se les pueden incardinar en la normal aplicación del IVA.

Por el contrario, los propietarios excluidos del procedimiento urbanístico que sí tuvieran la condición de empresarios o profesionales respecto a los terrenos a los que se refiere la actuación urbanística, al transmitir sus terrenos, estarán realizando ventas de terrenos exentas para las cuales cabrá, normalmente, la renuncia a la exención.

Ejemplo



Definida una unidad de ejecución, uno de los propietarios de suelo lo es de una pequeña parcela de poco más de 1.000 metros cuadrados. Esta parcela fue adquirida hace años por título hereditario y nunca ha sido utilizada en actividad económica alguna por su actual propietario.

En el proyecto de compensación se establece un importe de 20 € por m2 para el aprovechamiento sin urbanizar, por lo que este propietario recibe los 20.000 € que le corresponden por su salida del procedimiento, cantidad que le hace efectivos la Junta de compensación.

Solución

La cantidad que se ha citado, contraprestación por la venta de los terrenos de este propietario, no se puede considerar como precio de ninguna operación sujeta al IVA, ya que se recibe al margen de cualquier tipo de actividad empresarial o profesional.



Ejemplo



En la misma unidad de actuación del ejemplo anterior hay otro propietario con una parcela de 1.400 metros cuadrados, en la que producía hortalizas que vendía a un restaurante cercano. Este propietario recibe 28.000 € por sus terrenos.

Solución

A diferencia del caso anterior, a este propietario sí que se le debe considerar empresario o profesional, resultando los terrenos transmitidos sujetos al IVA, aunque exentos, ya que se trata de terrenos rústicos (lo que debe entenderse sin perjuicio de la renuncia a la exención, que es factible en este caso pero no en el anterior, en el que el propietario no habían alcanzado la condición de empresario o profesional).



Excesos y defectos de adjudicación

En relación con los propietarios que permanecen en el proceso urbanístico, el segundo elemento que se suele suscitar es el del tratamiento de los excesos y defectos de adjudicación, que es la figura a través de la cual se ajustan las diferencias entre las superficies previas a la urbanización y las que resultarán después de concluido el procedimiento.

La aplicación del IVA a estas transacciones plantea la duda de si, en relación con ellas, y para los propietarios que no tuvieran la condición de empresarios o profesionales con carácter previo al proceso urbanístico, se puede entender que actúan como tales o si, alternativamente, y en tanto que ajustes que se realizan con carácter previo al inicio de la transformación del suelo, debe entenderse que obran todavía como particulares.

Esta duda se ha resuelto por la DGT atendiendo a la consideración del proceso urbanístico como una actuación conjunta, que no se debe fraccionar de forma artificial. Con esta premisa, las transmisiones de excesos y defectos de adjudicación se han conducido a la sujeción al IVA, sin perjuicio de su exención, en tanto que operaciones realizadas con terrenos que no se pueden caracterizar como urbanizados o en curso de urbanización por referencia al momento en que se realiza su compraventa.

Esta exención, sin embargo, admite renuncia, reinstaurando de este modo el normal funcionamiento del IVA y evitando los problemas que, de otro modo, podrían suscitarse.

Ejemplo



Un propietario de suelo que ha sido incluido en un polígono de ejecución es notificado por la junta de compensación de que le corresponde un exceso de adjudicación de 600 metros cuadrados. En el proyecto de compensación se valora el m2 de aprovechamiento urbanístico a 24 €. Se comunica igualmente que todos los propietarios de suelo del polígono con defectos de adjudicación han renunciado a la exención.

Solución

Consideradas las compraventas de aprovechamiento urbanístico como transmisiones de suelo, y atendiendo igualmente a la renuncia a la exención que se ha señalado, el propietario del ejemplo deberá autoliquidar el 21% de los 14.400 € en que se valora el exceso de adjudicación que le corresponde (14.400 = 600 * 24). El IVA que habrá de liquidarse de este modo ascenderá, pues, a 3.024 € (el 21% de 14.400 €), cuota que será ordinariamente deducible para este propietario. Nótese que, tratándose de una transmisión exenta en la que se ha renunciado a la exención, el procedimiento para la exacción del IVA sería el de la inversión del sujeto pasivo, de ahí que hayamos hecho referencia a la autoliquidación del impuesto.

Lo anterior debe entenderse sin perjuicio del tratamiento correspondiente a los servicios de urbanización que se prestarán y facturarán posteriormente a los propietarios, una vez ajustados los aprovechamientos que les correspondan.



Naturaleza de las transmisiones de derechos de aprovechamiento

Subyace a las anteriores la consideración de las transmisiones de derechos de aprovechamiento urbanístico como ventas de suelo. Siendo una cuestión dudosa, la doctrina administrativa en este punto es reiterada, como ilustran las contestaciones de la DGT de 17-3-2005, V0403-05, 6-3-2014, V0599-14, 3-1-2019, V0006-19, o de 8-2-2023, V0192-23, entre otras.

Con ser una cuestión dudosa, como indicábamos, el criterio administrativo es reiterado, equiparándose, en lo que al IVA se refiere, las transmisiones de derechos de aprovechamiento urbanístico con entregas de terrenos, en particular, con las entregas de los terrenos en los que se especificarán. El corolario de lo anterior es dar a las citadas entregas el mismo tratamiento que el de los citados terrenos, exentas o no en función de su uso.

Interesa señalar, a estos efectos, que lo determinante en este punto no es tanto el estado o uso de los terrenos en el momento en que se produce la transmisión de los derechos de aprovechamiento, sino el objeto de la entrega, esto es, lo que en ejecución de la misma el adquirente acabará integrando en su patrimonio. En particular, en caso de que la venta tenga por objeto terrenos que el comprador recibe libre de cargas, con los gastos de transformación en suelo edificable ya satisfechos, habrá que considerar la operación sujeta y no exenta de IVA.

Ejemplo



En un polígono de actuación urbanística, la urbanización se paga en especie, disponiéndose en el proyecto de compensación los aprovechamientos que van a corresponder al urbanizador en pago de sus servicios.

Aprobado, notificado a todos los propietarios y publicado el proyecto de compensación, uno de los propietarios transmite su aprovechamiento neto –el resultante después de realizada la cesión que corresponde al urbanizador– a una empresa promotora, que paga por ellos un total de 4.800.000 €. A la fecha de la venta, no se han iniciado todavía las obras.

Solución

En el entendido de que a la fecha de realización de la operación ya se ha asumido la carga urbanística del suelo transmitido (se puede ver el funcionamiento efectivo de este tipo de contratos en el punto siguiente), se producen dos consecuencias, que son las siguientes:


	
a)  el propietario, si no lo fuera ya, se ha convertido en empresario o profesional en relación con los terrenos transmitidos,


	
b)  los citados terrenos están sujetos y no exentos en su venta, ya que, aunque a la fecha en que esta se realiza todavía no se hayan iniciado las obras, la operación tiene por objeto unos terrenos libres de carga urbanística alguna, por lo que el comprador va a acabar recibiendo terrenos edificables.




Habiendo sido asumida por el vendedor el total de la carga urbanística, no será de aplicación a la venta la inversión del sujeto pasivo (ver epígrafe B.3.d.), por lo que será el citado vendedor quien habrá de liquidar y, en este caso, repercutir la cuota de IVA correspondiente a la operación, que en este caso ascenderá a 1.008.000 €.



Retribución en especie del proceso urbanístico

Otra cuestión que se puede suscitar es la posibilidad de que la urbanización se retribuya en especie. En tal caso, se plantean varias cuestiones, como son el devengo del IVA correspondiente a las diversas transacciones que se realizan en la operación, su sujeción y posible exención, la incidencia de la inversión del sujeto pasivo y, como en cualquier otra operación de contraprestación no dineraria, su base imponible.

1º. En cuanto al devengo, si el pago en especie responde a un contrato bilateral que se otorga entre un único propietario y la empresa urbanizadora, no parece que la cuestión necesite mayores comentarios, produciéndose el devengo a la fecha del pago en especie de los servicios, si es anticipado, como es lo habitual y así resulta de lo dispuesto por el artículo 75.dos de la Ley del IVA, aplicable a cobros anticipados en dinero o en especie.

Más difícil resulta el caso cuando el pago se instrumenta en especie para el conjunto de los propietarios incluidos en la unidad de ejecución, ya que, en tal caso, es el proyecto de compensación el título por medio del cual se instrumenta habitualmente el pago en especie de los servicios de urbanización. Siendo así, se plantea la cuestión del momento en el que deben considerarse efectuadas las entregas de los aprovechamientos que los propietarios transmiten a cambio de los servicios de urbanización que se les prestarán. En coherencia con lo que se ha explicado respecto a los excesos y defectos de aprovechamiento anteriormente, hemos de referir el citado momento a la fecha en que el proyecto de compensación se haga público y, con ello, surta efectos para el conjunto de los afectados por él.

Siendo así, y asumido que los trabajos de urbanización se desarrollarán posteriormente, la entrega de estos aprovechamientos va a suponer un doble devengo: i) en cuanto a la transmisión de los aprovechamientos, porque es en esta fecha cuando se opera su puesta a disposición del urbanizador de los terrenos –artículo 75.uno.1º de la Ley del IVA– y ii) respecto a los servicios de urbanización que se prestarán a continuación, porque la entrega de los aprovechamientos urbanísticos con los que se retribuyen en especie es su pago anticipado –en este caso, conforme a lo dispuesto por el artículo 75.dos de la Ley del IVA.

Así lo ha indicado la DGT, que ha considerado que la persona física que, con anterioridad al proyecto urbanístico, no tuviera la condición de empresario o profesional, adquiere esta consideración desde el momento en que se produce el anuncio público de la reparcelación, que es el instituto jurídico que determina la entrega del aprovechamiento. El anuncio público será en cualquiera de las modalidades existentes, prevaleciendo la que se produzca con anterioridad en el tiempo (contestaciones de 13-10-2017, V2617-17, ó 30-9-2020, V2957-20, entre otras).

2º. No menos pacífica es la cuestión de la sujeción al IVA de las operaciones. Se plantean en este contexto las mismas dudas que en cuanto a los excesos y defectos de adjudicación, en particular para los propietarios que no tuvieran la condición de empresarios o profesionales con carácter previo al proceso urbanístico.

En este punto, la doctrina administrativa se ha decantado por considerar el proceso urbanístico como un todo, excluyendo, por tanto, que los aprovechamientos que se entregan para retribuir en especie la urbanización del resto de los terrenos que corresponde a cada propietario se puedan considerar entregados al margen de la actividad de urbanización. Supuesto que esta convierte en empresario o profesional a los propietarios incluidos en ella, se admite igualmente que los terrenos afectados por el proceso urbanístico lo son también en su conjunto, sin que se pueda entender que los entregados en pago de los trabajos de urbanización se transmiten al margen de la actividad económica.

3º. En cuanto a su exención, es de ver que la urbanización de los terrenos se realizará a continuación, en atención a los terrenos que cada uno de los propietarios tenga después de realizado el pago en especie.

En consecuencia, y a pesar de que el total de los terrenos se consideren afectos a la actividad empresarial de sus propietarios a estos efectos, las entregas previas a la imputación de los servicios de urbanización se consideran exentas, por lo que su efectiva tributación por IVA únicamente puede sustanciarse por la vía de la renuncia a la exención. En este punto, es importante la especificación del devengo, como ya hemos hecho, ya que la renuncia a la exención, como es sabido, se tiene que realizar con carácter previo o simultáneo a la realización de las operaciones.

Nada excluye que la entrega que venimos refiriendo se produzca por referencia a terrenos que hayan de considerarse ya en curso de urbanización, extramuros de la exención. Todo dependerá de lo que indique el proyecto de compensación y, en su caso, la normativa urbanística aplicable, como así lo ha indicado la DGT en contestaciones de 7-10-2005, V2079-05, ó 13-10-2017, V2617-17.

4º. Es de ver que, sustanciada la renuncia a la exención en las operaciones, se aplicará la inversión del sujeto pasivo, como para cualquier otra transmisión de inmuebles en la que se renuncie a la exención, como así dispone el artículo 84.uno.2º.e), segundo guion, de la Ley del IVA.

El mismo procedimiento de autoliquidación se aplicará para la exacción del IVA correspondiente a los servicios de urbanización, en tanto que ejecuciones de obra de urbanización de terrenos realizadas entre empresarios o profesionales, en este caso, conforme a lo dispuesto por el artículo 84.uno.2º.f) de la Ley del IVA, como se explica, con mayor detalle, en el epígrafe B.3.d.

5º. La base imponible de las operaciones, como en cualquier otro caso en que la contraprestación sea no dineraria, vendrá dada por lo pactado entre las partes, con la referencia a las operaciones gratuitas, salvo que se acredite lo contrario –artículo 79.uno de la Ley del IVA–. Recordemos que las entregas de bienes sin contraprestación, que son las que operarían como referencia en este caso, toman como base imponible su coste, evaluado en el momento en el que se efectúa la entrega –coste de reposición–, como así dispone el artículo 79.tres de la Ley del IVA.

Ejemplo



En una unidad de actuación se establece el pago en especie de los servicios de urbanización a cargo del total de los propietarios. Se conocen los siguientes datos:


	
a)  El proyecto se publica en el Boletín Oficial de la Comunidad Autónoma el 20-6-N.

	
b)  El coste estimado por el urbanizador para sus servicios es de 4.800.000 €.

	
c)  Respecto a uno de los propietarios, el importe proporcional correspondiente asciende a 600.000 €, que coinciden con el valor que se otorga a los aprovechamientos urbanísticos que dicho propietario entrega en pago de los servicios que recibirá. Este propietario declara que participa en el proceso urbanístico con la intención de vender posteriormente los terrenos urbanizados.



Por brevedad, se omite la información respecto al resto de los propietarios.

Solución

La publicación del proyecto de compensación supondrá la transmisión de los derechos de aprovechamiento urbanístico con los que se pagan los servicios de urbanización que se prestarán a continuación. En consecuencia, el 20-6-N han de entenderse efectuados los devengos de las dos operaciones que se producen en este contexto.

En cuanto a los servicios de urbanización, asumido que el propietario al que nos referimos se convierte en empresario o profesional a los efectos del IVA, será de aplicación la inversión del sujeto pasivo (ver epígrafe B.3.d). Este propietario deberá haber presentado su declaración censal de alta y, asimismo, deberá declarar el IVA de estos servicios en la autoliquidación periódica del segundo trimestre, que es cuando, habiendo pagado anticipadamente su contraprestación, debe considerarse devengado el IVA de los servicios de urbanización recibidos. La cuota de IVA así declarada, de 126.000 € (el 21% de 600.000 €) será, en buena lógica, simultáneamente deducible.

La entrega de los derechos de aprovechamiento urbanístico con los que se retribuyen los servicios de urbanización se debe entender referida igualmente a esta fecha, el 20-6-N. Como se ha explicado, esta entrega debe considerarse sujeta al IVA, pero exenta, cabiendo la renuncia. De ser este el caso, se aplicará igualmente la inversión del sujeto pasivo, por lo que será la empresa urbanizadora la que habrá de liquidar el impuesto.



Pago de indemnizaciones en los procesos urbanísticos

La siguiente cuestión relevante que trataremos en este epígrafe es la posibilidad, también habitual, de que se paguen indemnizaciones a los propietarios como consecuencia de los bienes y derechos incompatibles con el desarrollo urbanístico.

A las indemnizaciones se refiere el artículo 78.tres.1º de la Ley del IVA con un silogismo, disponiendo su no inclusión en la base imponible del IVA cuando «por su naturaleza y función, no constituyan contraprestación o compensación de las entregas de bienes o prestaciones de servicios sujetas al impuesto».

La casuística relativa a esta cuestión es prácticamente inacabable, por lo que no vamos a entrar en su detalle. Interesa, no obstante, destacar que, en el contexto de los procesos urbanísticos, la doctrina administrativa ha sido razonablemente flexible, admitiendo el carácter puramente indemnizatorio, excluido de la consideración como contraprestación de operaciones susceptibles de tributación, de las indemnizaciones satisfechas como compensación por cualquier tipo de daño o perjuicio ocasionado por el propio proceso urbanístico. Tal es el caso de plantaciones, actividades económicas que se tienen que desplazar o incluso desalojo de inquilinos en inmuebles arrendados a demoler (con carácter general, la rescisión de los contratos de arrendamiento, cuando se insta por parte del propietario, da lugar al pago de indemnizaciones sujetas al IVA).

Así se ha indicado, por ejemplo, en la contestación de la DGT de 8-2-2001, 0245-01, en la que se aplicó este criterio en un caso en el que en los terrenos de uno de los miembros de la Junta había una construcción a demoler, como consecuencia de cuya demolición se le atribuía una cantidad dineraria, que se calificó como indemnización que no podía configurarse como contraprestación de una operación sujeta al IVA.

Otros antecedentes que se pueden mencionar son las contestaciones de la DGT de 1-12-2011, V2852-11, 26-12-2012, V2555-12, 2-12-2015, V3822-15, 29-11-2016, V5159-16, o de 4-7-2019, V1663-19, así como las de 1-4-2003, 0467-03, o de 11-2-2014, V0337-14, estas últimas relativas a arrendatarios de edificaciones desalojados de ellas como consecuencia de su demolición, en las que la conclusión es la misma, ya que en este caso no se está restituyendo anticipadamente la posesión del inmueble a su propietario a cambio de una compensación económica, porque el inmueble se va a demoler.

Ejemplo



En un proceso urbanístico participan dos propietarios con las siguientes circunstancias:


	
a)  Uno de ellos explota olivos en los terrenos que se van a urbanizar. La indemnización que le corresponde por el cese en la producción asciende a 180.000 €.

	
b)  El otro tiene dos naves en las que se crían gallinas, en una de ellas en una explotación propia y en la otra por un tercero. Las dos indemnizaciones que corresponden en este caso son de 240.000 y 140.000 €, respectivamente.



Solución

El conjunto de las indemnizaciones que se han planteado son cantidades no sujetas al IVA, conforme a la doctrina administrativa, por cuanto en ninguna de ellas se entiende que se esté prestando ningún servicio por parte de los indemnizados, siendo, antes bien, compensados por los daños y perjuicios producidos por la incompatibilidad de sus actividades con el propio desarrollo urbanístico.



Indivisos de resultado

La última vicisitud que se puede plantear es la de que los terrenos resultantes del proceso se adjudiquen a los propietarios iniciales de terrenos en régimen de indivisión, lo que suscita la posibilidad de que la comunidad de bienes en cuestión pueda ser considerada como sujeto pasivo del IVA conforme a lo dispuesto por el artículo 84.tres de la Ley del IVA, que así lo dispone cuando las mismas realizan actividades empresariales o profesionales.

Sobre esta cuestión hay varias contestaciones de la DGT, por todas las cuales tomaremos la de 17-6-2005, V1175-05, en la que la DGT especifica que no siempre una comunidad de bienes relacionada con el desarrollo de un proceso urbanístico será sujeto pasivo del IVA. En particular, cuando la situación de copropiedad es resultado del proceso urbanístico y de la acumulación de aprovechamientos por varios propietarios para la adjudicación de parcelas, no existiendo con anterioridad, son los citados propietarios los que se convierten en empresarios o profesionales y sobre los que deben pivotar las consecuencias de la urbanización en lo que al IVA se refiere (inversión del sujeto pasivo en la actualidad, deducción del IVA soportado y sujeción al IVA en la venta).

Por el contrario, si la comunidad realizase por sí misma alguna actividad empresarial o profesional, entonces sería ésta sujeto pasivo del mismo y debería atender sus obligaciones fiscales como tal (contestaciones de la DGT de 31-7-2006, V1653-06, ó 13-10-2017, V2617-17).

B.3.b.  Otros agentes del proceso urbanizador

Bien podría considerarse que en el proyecto urbanístico, como en cualquier otra actividad económica, intervendrán los propietarios del suelo que se está urbanizando, los adquirentes últimos del suelo o de lo edificado y las empresas con las que se contraten los inputs necesarios para el desarrollo del proyecto. No es exactamente así.

En primer lugar, hay que tener en cuenta la actuación de las administraciones públicas, en particular, de los Ayuntamientos, cuyo papel en este tipo de proyectos es doble: i) por una parte, en tanto que tutelantes de los mismos, por cuanto se trata de actividades en las que se despliega un control administrativo importante, dirigido a la salvaguarda de la ordenación del territorio y del desarrollo organizado de la urbanización del suelo, ii) por otra, como agentes económicos fuertemente involucrados en el mismo, ya que recibirán, por mandato de la Ley, un 10 por ciento del «producto» resultante, 10 por ciento que genera dudas en el momento en que se incorpora al patrimonio municipal y también cuando revierte al mercado. De esta intervención pública en el proceso urbanístico nos ocuparemos en el epígrafe B.3.f.

Adicionalmente, hay que considerar la posibilidad de que la intervención municipal se sustancie de un modo distinto, cuando la urbanización se lleva a cabo a través de los sistemas de expropiación o cooperación, que convierten al Ayuntamiento en actor principal del proyecto, en este caso con un nivel de involucración sustancialmente diferente. Esta posibilidad se analiza en el epígrafe siguiente.

En segundo lugar, hay que considerar el propio desarrollo del proceso, el cual da lugar a la aparición de otros actores, en particular, de las Juntas de compensación, por medio de las cuales se articula la ordenación del proceso y se hace efectivo el principio de equidistribución de cargas y gravámenes entre los propietarios que intervienen en el mismo.

Las características de la actuación de las Juntas de compensación, así como la incidencia que pueden tener en lo que a la aplicación del IVA se refiere, se analizarán en el epígrafe siguiente, en el que estudiaremos los sistemas de gestión urbanística y sus vicisitudes.

B.3.c.  Sistemas de actuación urbanística

El proceso urbanístico se regula por normativa autonómica, por lo que hay que estar a su contenido para la determinación de sus características. Existen, no obstante, una serie de elementos comunes que permiten que la determinación de la aplicación del IVA resulte aproximadamente uniforme en todo su territorio de aplicación. Estos elementos comunes se reflejan en los diferentes sistemas de ejecución del planeamiento existentes, que se pueden reconducir a los de expropiación, cooperación y compensación, como pasamos a estudiar.

Sistema de expropiación

El sistema de expropiación es el más sencillo en cuanto a las transacciones que se realizan en él, ya que supone, como su propio indica, la expropiación de los terrenos que se van a urbanizar, su transformación a cargo del ayuntamiento actuante y la posterior venta.

En la determinación de su tributación en el IVA, la primera cuestión a analizar es el tratamiento de la expropiación de los terrenos incluidos en la unidad de ejecución por parte de la Administración pública actuante, que generalmente será un Ayuntamiento.

La sujeción de las expropiaciones al IVA se produce en los mismos términos que cualquier otra entrega de bienes (ver epígrafe D.8.), resultando sujetas al IVA cuando los bienes expropiados forman parte de un patrimonio empresarial o profesional, no así en otro caso.

En la ejecución del planeamiento a través de este sistema ocurre en numerosas ocasiones que los terrenos que se expropian no están afectos a ninguna actividad empresarial o profesional, por lo que dichas expropiaciones no están sujetas al IVA. Asimismo, suele ocurrir que el objeto de la expropiación está constituido por terrenos rústicos, por lo que, caso de formar parte de un patrimonio empresarial o profesional y, por tanto, estar sujeta al IVA, la expropiación estará exenta del tributo.

Una vez el Ayuntamiento se ha convertido en propietario de los terrenos a urbanizar, procederá normalmente a la contratación de las obras con una empresa constructora, cuyos servicios de urbanización estarán sujetos en los mismos términos que si se contratasen por un urbanizador privado. El Ayuntamiento se convertirá en empresario o profesional de acuerdo con el artículo 5.uno.d) de la Ley del IVA, como cualquier otro urbanizador de terrenos para la venta, lo cual dará como resultado que:


	
a)  La entrega de los terrenos resultantes del proceso urbanizador esté sujeta al IVA al efectuarse por quien es empresario o profesional actuando en el desarrollo de su actividad.

	
b)  En los trabajos de urbanización deberá aplicarse la inversión del sujeto pasivo, conforme resulta del artículo 84.uno.2º.f) de la Ley del IVA.

	
c)  Las cuotas de IVA correspondientes a la urbanización, como cualesquiera otras cuotas relacionadas con el proceso urbanístico, incluyendo las de expropiación de los terrenos, si fuera el caso, serán deducibles en las mismas condiciones que serían deducibles si la urbanización se hubiese acometido por un sujeto de Derecho privado.



Ejemplo



En un proceso urbanístico que se desarrolla a través del sistema de expropiación, se dispone de la siguiente información:


	
a)  El total de los terrenos expropiados no han estado sujetos al IVA; no obstante, uno de ellos ya había sido urbanizado y ha quedado sujeto al impuesto. El justiprecio pagado en este último caso ha ascendido a 600.000 €.

	
b)  Las obras de urbanización se han contratado integralmente con una empresa constructora, la cual, en los sucesivos hitos de avance de la obra, ha acabado cobrando por sus servicios un total de 2.500.000 €.

	
c)  Finalizada la urbanización, las parcelas resultantes en el polígono industrial que se ha promovido se ponen a la venta, transmitiéndose las tres primeras a razón de 400.000 € cada una de ellas.



Solución

El tratamiento de las operaciones sería el siguiente:

1º. El IVA soportado en la expropiación de los terrenos que eran edificables al inicio del proceso es deducible. Su importe ascenderá a 126.000 € (en estos casos, no es aplicable la regla especial de IVA incluido en el precio que establece el artículo 88.uno de la Ley del IVA, como así ha establecido de forma reiterada la doctrina y la jurisprudencia, como se explica en el epígrafe D.8.).

No habiéndose soportado IVA en el resto de las expropiaciones, no hay cuestión adicional que resolver en relación con ellas en lo que concierne a la liquidación del impuesto.

2º. A los trabajos de urbanización se les aplicará la inversión del sujeto pasivo, ya que se cumplen todos los requisitos para ello. El IVA que tendrá que liquidar el Ayuntamiento (y que será deducible) ascenderá a 525.000 € (el 21% de 2.500.000 €). Estas cuotas se tendrán que ir declarando como devengadas y deduciendo a medida que se vayan pagando las certificaciones de obra y a la finalización de los trabajos por lo que falte a esta fecha.

3º. La venta de los terrenos resultantes del proceso estará sujeta y no exenta. En cada una de las parcelas que se vende, habrá que repercutir el 21% de su precio, esto es, 84.000 € (el 21% de 400.000 €).

Como resulta de las explicaciones anteriores, se ha aplicado el IVA en condiciones equiparables a las que corresponderían a cualquier sujeto de derecho privado que hubiese adquirido suelo para su urbanización, la hubiese realizado posteriormente y procediese finalmente a la transmisión de los terrenos.



Sistema de cooperación

El sistema de cooperación se caracteriza por una intervención igualmente importante por parte de las Administraciones públicas, ya que es el propio Ayuntamiento el que se encarga de la urbanización de los terrenos, si bien, y a diferencia del anterior, los terrenos urbanizados permanecen en el patrimonio de sus propietarios

Así, en este sistema es el Ayuntamiento es el que organiza los medios necesarios para la urbanización de los terrenos de los propietarios afectados, para lo cual adquiere los servicios de urbanización, soportando el correspondiente IVA por medio de la inversión del sujeto pasivo, y reparte entre los propietarios el importe de los costes, actuando en nombre propio frente a éstos.

Esta actividad supone una organización de medios que ha de considerarse de carácter empresarial a los efectos del IVA, como así ha indicado la DGT reiteradamente (entre otras, contestaciones de 31-10-2006, V2175-06, ó 2-9-2014, V2245-14). Por tanto, el Ayuntamiento deberá proceder a emitir facturas completas a nombre de los destinatarios de las operaciones, que deberán aplicar la inversión del sujeto pasivo (DGT, 26-7-2013, V2512-13 y V2527-13, ó 29-11-2016, V5162-16), facturas para los cuales constituirán, en su caso, el documento justificativo del derecho a la deducción de las cuotas autoliquidadas.

Los propietarios de los terrenos en este sistema deberán considerarse sus urbanizadores, de lo que se deriva que la ulterior venta que realicen de los terrenos así urbanizados quedará sujeta y no exenta del IVA, pudiendo el transmitente deducir el Impuesto que haya soportado por los costes de urbanización.

A su vez, el Ayuntamiento podrá deducir las cuotas del IVA que soporte por la adquisición de bienes y servicios destinados al desarrollo de tal actividad, entre las que figurarán fundamentalmente las soportadas por las ejecuciones de obras realizadas por la empresa contratista de las obras.

Mediando el Ayuntamiento en nombre propio en la prestación de los servicios de urbanización, ha de considerarse, a los efectos del IVA, que recibe y presta los citados servicios, como así resulta del artículo 11.dos.15º de la Ley del IVA, lo que abre la puerta igualmente a la aplicación de la inversión del sujeto pasivo, habida cuenta de su configuración (ver epígrafe B.3.d.), ya que se entiende que el Ayuntamiento actúa, a estos efectos, como empresario o profesional, por lo que concurren los elementos para la aplicación del procedimiento de autoliquidación.

En consecuencia con lo anterior, tanto en las facturas que los contratistas emitan con cargo al Ayuntamiento como en las que este, por su parte, emita a los propietarios de los terrenos, deberá indicarse la aplicación de este procedimiento y, lo que es más importante, no repercutirse el IVA, que corresponde liquidar a sus destinatarios, incluyendo al Ayuntamiento.

No está de más recordar adicionalmente que en las ejecuciones de obra con aportación de materiales el devengo se produce cuando los bienes a que se refieran se pongan a disposición del dueño de la obra (inciso final del artículo 75.uno.2º de la Ley del IVA), salvo que se pague con antelación (artículo 75.dos), tal y como se explica en los epígrafes B.3.e. y C.4.

Ejemplo



La urbanización de un polígono industrial que se va a promover a las afueras de un municipio se efectúa a través del procedimiento de cooperación. Para ello, el Ayuntamiento contrata a una empresa, que presupuesta por sus trabajos un importe total de 6.000.000 €.

Sustanciados los trámites correspondientes, se inician los trabajos y también la facturación por parte de la empresa. La primera factura emitida, que acompaña a la correspondiente certificación de obra, tiene un importe de 400.000 €, que corresponden a los trabajos realizados en octubre del año N.

El Ayuntamiento, por su parte, reparte este importe entre los propietarios de los terrenos, recibiendo los pagos correspondientes entre el 5 y el 18 de noviembre, tras lo cual hace efectivo el importe de la factura emitida por la empresa constructora el día 12 de diciembre.

Solución

Tanto en la facturación de la empresa constructora al Ayuntamiento como en la de este a los propietarios se aplicará la inversión del sujeto pasivo.

Considerando que las obras todavía no han concluido, el devengo del IVA se producirá, en ambos casos, cuando se paguen los importes respectivos, lo que implica lo siguiente:

1º. Las facturas giradas por el Ayuntamiento a los propietarios se tendrán que emitir sin IVA, correspondiéndole a estos la liquidación del impuesto (así como su deducción, normalmente).

Los citados propietarios deberán haberse dado de alta como empresarios o profesionales en caso de que no lo estuvieran ya.

2º. Otro tanto cabe señalar respecto al Ayuntamiento, que deberá liquidar el IVA correspondiente a la factura emitida por la empresa constructora.

Considerando que el pago efectivo se produce el 12 de diciembre, es esta la fecha a la que deberá entenderse referido el devengo del impuesto, por lo que el Ayuntamiento deberá incluir los 84.000 € (el 21% de 400.000) como IVA devengado y, a la vez, como soportado, en su autoliquidación del último trimestre del año (asumiendo que no es gran empresa). La misma obligación censal que hemos indicado para los propietarios –darse de alta como empresario o profesional– sería exigible también al Ayuntamiento.

Las facturas emitidas a los propietarios lo habrán sido sin IVA, al aplicarse la inversión del sujeto pasivo en ellas, por lo que, en lo que a esta operativa se refiere, el Ayuntamiento no tendrá ninguna otra obligación.



Sistema de compensación

El último sistema de ejecución que analizaremos es el compensación, lo que nos obligará al análisis de la incidencia del IVA en las Juntas de compensación, con una intervención mucho menor de las administraciones públicas que los anteriores, ya que en este se limitan a tutelar su adecuada evolución, pero no intervienen directamente en los flujos de bienes y servicios que se producen como consecuencia del desarrollo del proceso urbanístico (sin perjuicio, obviamente, de la intervención que, por la vía de las cesiones obligatorias, tienen los Ayuntamientos en todos los procesos urbanísticos).

Hay dos clases de juntas de compensación, fiduciarias y no fiduciarias, distinguiéndose en que las primeras en ningún momento se convierten en propietarias de los terrenos en curso de urbanización, lo que sí ocurre respecto a las segundas.

La distinción entre ellas es fundamental, ya que la diferente configuración de los flujos en los que se concreta su funcionamiento hace que la incidencia del IVA sea igualmente distinta. Procedemos a su estudio por separado.

Juntas de Compensación fiduciarias

Estas juntas de compensación se caracterizan porque en su actuación no hay transmisión a la Junta de los terrenos incluidos en la unidad de actuación, actuando esta sobre terrenos que, en todo momento, continúan en el patrimonio de sus propietarios iniciales (ello sin perjuicio de las transmisiones que se puedan producir entre ellos y de que se pueda transmitir una parte de los terrenos a la Junta para que, con ellos, se financie el coste de los trabajos de urbanización).

No existiendo transmisión de los terrenos a la Junta, por cuanto los propietarios permanecen como tales durante todo el desarrollo del proceso urbanístico, como ya hemos indicado, son dichos propietarios los que tienen la condición de urbanizadores de los mismos, por lo que se convierten en empresarios o profesionales a los efectos del IVA en cuanto cumplan los requisitos que establece el artículo 5.uno.d) de la Ley del IVA para ello, esto es, urbanicen los terrenos con la intención de proceder a su venta.

La urbanización de los terrenos por la Junta de Compensación en estos casos ha sido calificada como actividad empresarial de forma reiterada por la doctrina administrativa (DGT, 6-11-2007, V2355-07, ó 5-11-2014, V3022-14, entre otras muchas), ya que su actuación supone la realización de las obras de urbanización por éstas en nombre propio, pero por cuenta de sus miembros, por lo que deberá proceder al cumplimiento de las obligaciones que le incumben como a cualquier otro empresario o profesional.

Así, la imputación de los costes a los propietarios o juntacompensantes, que se efectúa por la vía de la exigencia de derramas en proporción a las edificabilidades o derechos de aprovechamiento urbanístico de cada uno de ellos, es la contraprestación de los servicios de urbanización de terrenos prestados, que son siempre servicios sujetos y no exentos del IVA.

En relación con estas operaciones, la Junta de compensación media en nombre propio, lo que implica, en lo que al IVA se refiere, que se entienda que recibe y presta los mismos servicios, en este caso, los de urbanización del suelo (artículo 11.dos.15º de la Ley del IVA).

Tratándose de ejecuciones de obra de urbanización de terrenos realizadas para empresarios o profesionales (los propietarios que participan en estos procesos generalmente lo hacen para la venta, por lo que, supuesto que no lo fueran ya, se convierten en empresarios o profesionales en relación con el suelo incluido en la unidad de actuación), se aplicará a estas operaciones la inversión del sujeto pasivo, conforme resulta de lo dispuesto por el artículo 84.uno.2º.f) de la Ley del IVA y ha señalado la DGT reiteradamente (contestaciones de 21-3-2013, V0995-13, 18-4-2013, V1324-13, 7-8-2013, V2631-13, o de 2-12-2015, V3822-15, entre otras). De no existir la intención de venta que indicamos, la inversión del sujeto pasivo no sería aplicable, lógicamente.

Una vez terminado el proceso de urbanización, y transformado el suelo sobre el que se ha actuado en suelo urbanizado edificable, su transmisión estará sujeta y no exenta, al realizarse por quien tiene la condición de empresario o profesional en el ejercicio de su actividad empresarial o profesional y tener por objeto suelo urbanizado.

En buena lógica, el total de las cuotas relacionadas con el proceso urbanístico serán deducibles, tanto para la Junta de compensación como para los propietarios.

Las anteriores consideraciones deben asumirse sin perjuicio de las siguientes vicisitudes adicionales:


	
a)  La posibilidad de que haya propietarios excluidos del proceso urbanístico, del tratamiento de los defectos y excesos de adjudicación, así como de las indemnizaciones que se satisfacen en el desarrollo del proceso, cuestiones todas ellas analizadas en el epígrafe B.3.a.

	
b)  El hecho de que algunos propietarios vendan sus terrenos o derechos de aprovechamiento urbanístico antes de la finalización de su urbanización, supuesto en el que se estarán transmitiendo terrenos en curso de urbanización, que deberán, por tanto, considerarse como sujetos y no exentos.

	
c)  En ocasiones, los propietarios entregan terrenos a la Junta para que esta proceda a su venta y, con el importe correspondiente, se paguen los gastos de la urbanización. De ser este el caso, las citadas entregas de terrenos están sujetas al IVA, ya que se entienden realizadas con terrenos que ya forman parte del proceso urbanístico, aunque exentas en caso de que se produzca con carácter previo a la urbanización, como parece lógico que así ocurra. En este sentido se ha manifestado la DGT (contestaciones de 26-10-2016, V4578-16, 4-7-2019, V1663-19, o de 9-1-2020, V0018-20, entre otras).



Ejemplo



El propietario de unos terrenos que se están urbanizando a través de una Junta de compensación no fiduciaria dispone de la siguiente información:


	
1º.  La junta se constituye el 14-1-N. El 20-2-N se gira la primera derrama a los juntacompensantes, al objeto de obtener los fondos con los que financiar sus gastos de constitución. El importe exigido a este propietario asciende a 3.500 €.

	
2º.  La segunda derrama para gastos diversos se gira el 15-7-N, ascendiendo a 18.000 €.

	
3º.  Los gastos de urbanización dan lugar a otras tres derramas, que se giran, respectivamente, los días 15-12-N, 20-4-(N+1) y 25-9-(N+1), por 120.000, 140.000 y 120.000 €.



Todas y cada una de estas derramas se pagan en los días siguientes a la emisión de las facturas que se han mencionado.

Finalizadas las obras, se procede a la venta de los terrenos por 6.500.000 €, lo que se hace en escritura pública que se otorga ante notario el 20-11-(N+1).

Solución

La actuación de la Junta de compensación ha de considerarse como empresarial o profesional a estos efectos, considerándose igualmente que recibe y presta, respectivamente, los servicios de urbanización que se han descrito.

En estos términos, tendremos lo siguiente:

1º. El propietario al que se refiere el ejemplo se tendrá que dar de alta como empresario o profesional, por medio de la presentación del correspondiente modelo 037.

2º. Las facturas que se reciben en febrero, julio y diciembre del año N, así como las de abril y septiembre del año N+1, obligarán al propietario a aplicar la inversión del sujeto pasivo y declarar como IVA devengado los importes respectivos, que serán igualmente deducibles.

Las cantidades correspondientes (todas ellas simultáneamente deducibles) ascenderán a:


	
a)  primer trimestre del año N, 735 € (el 21% de 3.500 €),


	
b)  tercer trimestre del año N, 3.780 € (el 21% de 18.000 €),


	
c)  cuarto trimestre del año N, 25.200 € (el21% de 120.000 €),


	
d)  segundo trimestre del año N+1, 29.400 € (el21% de 140.000 €),


	
e)  tercer trimestre del año N+1, 25.200 € (el21% de 120.000 €),




3º. En el cuarto trimestre del año N+1 se procede a la venta de los terrenos, devengándose una cuota de 1.365.000 € (el 21% de 6.500.000 €), que corresponderán a la venta de los terrenos, por lo que, en su caso, serían deducibles para el comprador.

Adicionalmente, la Junta de compensación deberá aplicar también la inversión del sujeto pasivo en las ejecuciones de obra de las que sea destinataria.



Juntas de compensación no fiduciarias

Las juntas de compensación no fiduciarias tienen un funcionamiento sustancialmente distinto, ya que su operativa da lugar a que reciban la propiedad de los terrenos en proceso de urbanización, procedan a la misma y, finalizada, los restituyan a sus propietarios originales.

En tal caso, la entrega de los terrenos a la junta de compensación que se produce cuando los propietarios del suelo se integran en ella es una operación que puede estar sujeta al IVA o no, según los propietarios de los terrenos o juntacompensantes tengan la condición de empresarios o profesionales o no. En caso de estar sujeta al tributo, se tratará de operaciones exentas en tanto que entregas de terrenos no edificables que aún no están en curso de urbanización.

La posterior entrega de los terrenos de la junta a sus miembros está sujeta al IVA y no exenta, al tener por objeto terrenos urbanizados.

Interesa destacar que ambas operaciones, la aportación inicial y la adjudicación a la finalización de los trabajos de urbanización, eran operaciones exentas hasta el 31-12-2014, como así lo establecía el artículo 20.uno.21º de la Ley del IVA. Esta exención se suprimió con vigencia a partir del 1-1-2015, evitando los problemas que podía generar al incardinarse en medio del proceso de creación de suelo edificable, en el que carece de sentido la existencia de una exención y la consiguiente limitación del derecho a la deducción del IVA que puede suponer.

Durante la urbanización del suelo, la Junta de compensación recibe los distintos servicios necesarios para el desarrollo del proceso urbanizador, aplicándose la inversión del sujeto pasivo como en el resto de supuestos que hemos indicado. Asimismo, las cesiones obligatorias de terrenos a los ayuntamientos, así como las que se efectúen para sufragar los gastos de urbanización, se realizarían por parte de la junta de compensación, siendo la misma la obligada a la repercusión del IVA en los mismos términos que se señalaron anteriormente.

Agente urbanizador

Por agente urbanizador nos referiremos al sistema en el que interviene un operador privado, distinto a los propietarios del suelo incluido en el proceso, que realiza las obras de urbanización y cobra por ello a los propietarios, percibiendo frecuentemente pagos en especie mediante la transferencia de aprovechamientos urbanísticos, que tiene lugar con la reparcelación. En lo demás, el IVA funciona de manera similar a lo expuesto para las juntas de compensación de carácter fiduciario.

Es de ver que también en este caso la DGT ha entendido aplicable la inversión del sujeto pasivo a los trabajos de urbanización (DGT, 12-4-2013, V1248-13, ó 10-6-2013, V1909-13, entre otras).

B.3.d.  La inversión del sujeto pasivo en los trabajos de urbanización y en las entregas de suelos incluidos en procesos urbanísticos

La inversión del sujeto pasivo en las ejecuciones de obra de urbanización de terrenos se regula juntamente con la de la construcción o rehabilitación de edificaciones por el artículo 84.uno.2º.f) de la Ley del IVA, compartiendo sus requisitos de aplicación y divergiendo de ella únicamente en lo concerniente al objeto de las operaciones. En buena lógica, también se comparte el fundamento comunitario de la medida, que se encuentra en el artículo 199 de la Directiva del IVA.

Inversión del sujeto pasivo en las obras de urbanización

En lo que a la urbanización de terrenos se refiere, los requisitos que tienen que concurrir para su aplicación son los siguientes:

1º. Los destinatarios de los trabajos han de ser empresarios o profesionales, no siendo de aplicación a obras de urbanización realizadas para quienes actúen como consumidores finales.

La determinación de cuándo se puede considerar como empresario o profesional a quien interviene en el proceso urbanístico se aborda en el epígrafe B.3.a), a cuyo contenido nos remitimos. Recordemos que puede tener esta condición tanto quien urbaniza suelo en el desarrollo de actividades que, por sí mismas, ya se deben considerar empresariales o profesionales como quien lo hace de forma ocasional para la venta, adjudicación o cesión por cualquier título. Por el contrario, no será empresario o profesional quien urbaniza para uso propio.

Ejemplo



En una unidad de actuación hay dos propietarios que no eran empresarios o profesionales con carácter previo, uno de los cuales tiene 20.000 metros cuadrados de edificabilidad reconocida y el otro 800 metros cuadrados.

El primero de los propietarios comunica a la Junta de compensación que su intención es la venta de los terrenos una vez finalice su urbanización, no así el segundo, que pretende construir en ellos su segunda residencia.

Solución

En las derramas por servicios de urbanización que gire la Junta de compensación al primer propietario se tendrá que aplicar la inversión del sujeto pasivo, pero no en las emitidas a nombre del segundo. Así es porque el primer propietario es empresario o profesional, aunque de forma ocasional, por cuanto urbaniza suelo con la intención de proceder a su venta, lo que no ocurre con el segundo, que está participando en el proceso urbanístico como particular o consumidor final.



2º. Las operaciones a las que se aplicará la inversión del sujeto pasivo deberán ser ejecuciones de obra, no resultando, por tanto, aplicable a otro tipo de transacciones.

3º. Finalmente, los trabajos han de consistir en la urbanización de terrenos, cuestión esta que ha resultado polémica a estos efectos.

En lo que a los trabajos materiales de transformación del suelo se refiere, no parece que deba haber especiales dudas: la urbanización del suelo se puede definir como la dotación de las infraestructuras necesarias para la posterior edificación. Los trabajos correspondientes deberán considerarse como de urbanización de terrenos y, cumplidos los demás requisitos establecidos al efecto, aplicarse la inversión del sujeto pasivo.

En lo que se refiere a la urbanización de terrenos, la DGT indica que como tal hay que considerar el proceso que comprende todas las actuaciones que se realizan para dotar a un terreno de los elementos necesarios para servir a la edificación que sobre ellos exista o vaya a existir.

Las dudas que se plantean en este ámbito se centran fundamentalmente en el tratamiento que deben recibir las ejecuciones de obras de urbanización, como las de abastecimiento, la evacuación de aguas, el suministro de energía eléctrica, las redes de distribución de gas, las instalaciones telefónicas, los accesos, las calles y las aceras, cuando puede que no se lleven a cabo en el marco de una urbanización de terrenos, construcción o rehabilitación de edificaciones.

Si las citadas operaciones se realizan dentro de un proceso de urbanización de un terreno o de construcción o rehabilitación de una edificación, procederá aplicar el mecanismo de inversión del sujeto pasivo, siempre y cuando se reúnan los demás requisitos previstos para ello.

La misma DGT indica que ha de considerarse el proceso de urbanización de un terreno como aquel que comprende todas las actuaciones que se realizan para dotar a dicho terreno de los elementos previstos por la legislación urbanística, como acceso rodado, abastecimiento y evacuación de agua, suministro de energía eléctrica, etc., para servir a la edificación que sobre ellos exista o vaya a existir, ya sea para viviendas, otros locales o edificaciones de carácter industrial etc.

Con esta premisa, se califican como ejecuciones de obra de urbanización de un terreno, a estos efectos, las actuaciones siguientes:


	
a)  nueva urbanización,

	
b)  actuaciones de urbanización que tengan por objeto la reforma o renovación sustancial de suelo ya urbanizado,

	
c)  actuaciones que supongan un incremento de las dotaciones públicas, de un suelo urbanizado en los términos señalados.



Por el contrario, si este tipo de operaciones se realiza de forma aislada a los procesos anteriormente señalados, no tendrá que aplicarse el citado mecanismo, con carácter general, salvo que dichas ejecuciones, en sí mismas, constituyan un proceso de urbanización o de rehabilitación.

La doctrina administrativa, sin embargo, ha ido más lejos, acudiendo a una visión de conjunto del proceso de transformación del suelo, que incluye los gastos previos a las obras de transformación material, disponiendo también en relación con ellos la aplicación del procedimiento de autoliquidación o inversión del sujeto pasivo (DGT, contestaciones de 21-3-2013, V0995-13, 4-7-2018, V2003-18, ó 12-2-2020, V0336-20).

Con ser loable y comprensible la amplitud con la que la DGT se aproxima a esta cuestión, se suscita con ella la dificultad de la determinación de la posterior transmisión de los terrenos cuando esta se produce antes del inicio material de las obras de urbanización o, cuanto menos, de la imputación de su coste, transmisión que, en estricta aplicación de la jurisprudencia, no está sujeta al IVA.

Ejemplo



El propietario de unos terrenos adquiridos por título hereditario y que no desarrolla en ellos ningún tipo de actividad empresarial se propone su venta.

Este propietario ha satisfecho los primeros gastos relacionados con la urbanización del suelo, en particular, las dos primeras derramas que gira la Junta de compensación, una inicial de 5.000 € para financiar sus gastos de constitución y otra de 12.000 € para financiar otros gastos profesionales diversos previos al inicio de las obras de urbanización.

Pagadas estas primeras derramas, el propietario procede a la venta de los terrenos, obteniendo por ellos 1.200.000 €.

Solución

A los gastos que se indican en el planteamiento les es aplicable la inversión del sujeto pasivo, según reiterada doctrina de la DGT, por lo que cabría considerar que su vendedor se ha convertido en empresario o profesional.

Es discutible si la venta ha de resultar sujeta al IVA.



Ejemplo



Otro propietario de terrenos en esta unidad de actuación es igualmente un particular que participa en esta operación de manera ocasional.

En este caso, el propietario paga el 50% de los gastos de urbanización del suelo, incluyendo algunos consistentes ya en su transformación material en suelo edificable. El total de las derramas satisfechas asciende a 90.000 €. A continuación, procede a la venta del suelo, obteniendo por él un total de 1.800.000 €.

Solución

La conclusión en este caso es más sencilla que en el anterior, ya que, desde cualquier punto de vista, este propietario se habrá convertido en empresario o profesional a los efectos del IVA.

La liquidación del IVA aplicable en este caso sería la siguiente:


	
a)  Por las derramas satisfechas a la junta de compensación, el juntacompensante debería liquidar y deducir el impuesto, en ambos casos por 18.900 € (el 21% de 90.000 €). Nótese que la liquidación o liquidaciones en las que así se proceda no darán lugar a ningún flujo financiero con la AEAT.


	
b)  A la venta del suelo, este propietario habrá de proceder a la repercusión e ingreso del tributo por un importe total de 378.000 € (el 21% de 1.800.000 €).






Inversión del sujeto pasivo en las transmisiones de terrenos realizadas en el desarrollo del proceso urbanístico

A las ventas de suelo que se realizan en el marco de los desarrollos urbanísticos también se les aplica, en determinadas circunstancias, la inversión del sujeto pasivo, si bien en este caso la base jurídica que lo justifica es otra.

Así, el artículo 84.uno.2º.e), tercer guion, de la Ley del IVA, dispone la exacción del impuesto a través de este procedimiento en «las entregas efectuadas en ejecución de la garantía constituida sobre los bienes inmuebles, entendiéndose, asimismo, que se ejecuta la garantía cuando se transmite el inmueble a cambio de la extinción total o parcial de la deuda garantizada o de la obligación de extinguir la referida deuda por el adquirente».

La DGT ha entendido este supuesto de inversión del sujeto pasivo aplicable a las transmisiones de terrenos respecto a las cuales el total o una parte de la carga urbanística estuviera pendiente de pago a la fecha de la transmisión, fundamentando su conclusión en la naturaleza de dichas cargas y en la afección de los terrenos a su pago (DGT, contestaciones de 19-11-2015, V3610-15, 13-3-2018, V0664-18, 11-9-2020, 0022-20, 12-1-2023, V0210-23, o de 15-2-2023, V0295-23, entre otras).

Es de ver que, a diferencia de otros casos, en este supuesto el criterio del TEAC es coincidente con el señalado por la DGT (Resolución de 20-10-2022, RG 2077/2022), tal y como la propia DGT ha señalado igualmente en las últimas contestaciones antes referidas.

También es importante insistir en que la aplicación de la inversión del sujeto pasivo se reserva para los supuestos en que, a la fecha de la entrega de los terrenos, la carga urbanística y la afección de los terrenos a su pago estuviera todavía viva, quedando excluidas de este procedimiento de liquidación las transmisiones de suelo para las que dicha afección hubiera perdido vigencia y, por tanto, ya no existiera la garantía sobre inmuebles que abre la puerta a la autoliquidación del impuesto (DGT, 13-3-2018, V0664-18). Tampoco es aplicable en las ventas de edificaciones ya construidas sobre terrenos que puedan estar afectos al pago de derramas, ya que en tal caso se entiende que el objeto principal de la operación es la transmisión de la edificación (DGT, 4-1-2022, V0028-22).

Ejemplo



Una empresa que se dedica a la compraventa de suelo adquiere dos parcelas situadas en un polígono de actuación. La situación de estas es la siguiente:


	
a)  Respecto a la primera de ellas, el propietario pagó el 60% de las derramas exigidas por la Junta de compensación, estando pendientes de pago las restantes, que ya fueron exigidas por la Junta de compensación. La compra de los terrenos se efectúa a cambio de un pago de 2.800.000 € y de la subrogación de la entidad adquirente en las obligaciones del vendedor frente a la Junta de compensación, que asciende a 300.000 € adicionales.

	
b)  Respecto a la segunda parcela, el vendedor ha pagado el total de las derramas, por lo que se compra libre de cargas, como así se hace constar en el documento que se anexa al contrato. Esta segunda parcela se adquiere por 3.800.000 €.



Adicionalmente, la empresa adquiere terrenos situados en otra unidad de actuación que se inició hace años. Los terrenos están completamente urbanizados; sin embargo, se conoce que su propietario cuando se desarrolló el proceso urbanístico no completó los pagos que le exigía la junta de compensación.

Los terrenos se adquieren a un tercero, que se los adjudicó en la liquidación de la entidad que era la propietaria inicial de los mismos, declarada en concurso de acreedores y disuelta.

A la fecha en que se realiza la operación ya no tiene vigencia la afección de los terrenos al pago de la carga urbanística, como así se plasma en la nota registral que se adjunta a la documentación de la operación.

Estos terrenos se compran por 6.400.000 €.

Solución

A la primera de las operaciones que se ha descrito le sería aplicable la inversión del sujeto pasivo, ya que concurren todos los requisitos para ello, conforme resulta de la doctrina administrativa, en particular, la existencia de una carga urbanística pendiente de pago, de resultas de lo cual los terrenos transmitidos están afectos a su pago.

La entidad adquirente, por tanto, es la que se tendría de ocupar de la liquidación e ingreso de los 651.000 € de IVA correspondientes a la adquisición, que es el 21% de 3.100.000 €, al añadirse, al precio pagado por los terrenos, la deuda del transmitente que se asume por la entidad compradora (sin perjuicio de su inmediata deducción).

No se puede decir lo mismo de la segunda de las transacciones, ya que, respecto a ella, no hay garantía constituida sobre los inmuebles que justifique la inversión del sujeto pasivo. Así las cosas, sería el vendedor quien tendría que repercutir el impuesto, que en este caso sería de 798.000 € (el 21% de 3.800.000 €).

A la misma conclusión habría que llegar respecto a la última compra que se realiza por la entidad, ya que, aunque hay una parte de la carga urbanística que nunca se satisfizo, la afección de los terrenos a su pago ya no está vigente. Nótese, igualmente, que las labores de urbanización están ya finalizadas, por lo que se trata de una operación que está sujeta y no exenta.

No aplicándose la inversión del sujeto pasivo, la entidad vendedora deberá repercutir el IVA normalmente, en este caso, por importe de 1.344.000 € (el 21% de 6.800.000 €).



Otras cuestiones relacionadas con la inversión del sujeto pasivo

La inversión del sujeto pasivo en la urbanización de terrenos se regula de forma conjunta con la aplicable en la construcción o rehabilitación de edificaciones, compartiendo con ella el resto de sus elementos, en particular, la obligación de emisión de certificados por los intervinientes en las operaciones, el régimen de sanciones aplicable en caso de incumplimiento y la atribución de responsabilidades en los supuestos de incorrecta exacción del impuesto. Todas estas cuestiones se analizan en el epígrafe C.3., a cuyo contenido nos remitimos.

B.3.e.  El devengo del IVA en los procesos urbanísticos

De entrada, el devengo del IVA correspondiente a las operaciones que se realizan en los procesos urbanísticos no ofrece ninguna particularidad, de forma que las reglas relativas a las entregas de bienes y prestaciones de servicios que se contienen en el artículo 75.uno, ordinales 1º y 2º habrían de ser suficientes. Adicionalmente, habría que tener en cuenta la posible aplicación de la regla específicamente prevista para las ejecuciones de obra con aportación de materiales y, en todo caso, la propia de los pagos anticipados (ver epígrafe C.4.).

La auténtica especialidad en estos procesos se encuentra más bien en las operaciones que se realizan como consecuencia de la aprobación y efectos del proyecto de compensación, que traen causa de un título específico, que es, precisamente, el citado proyecto de compensación.

Dos son las transacciones que, normalmente, se van a realizar de este modo:


	
a)  excesos y defectos de adjudicación, ya analizados en el epígrafe B.3.a.

	
b)  pagos en especie de los servicios de urbanización, cuando así se dispone en el propio proyecto.



En ambos casos, es el proyecto de compensación el que opera o sirve de título para las correspondientes transmisiones, lo que suscita la cuestión de la fecha a la que deben referirse las operaciones. En este punto, la doctrina administrativa es constante, entendiendo producidas todas estas operaciones en la fecha en que el proyecto surta efecto para el conjunto de propietarios afectados por el mismo, lo que ocurrirá con su publicación (DGT, 19-11-2015, V3610-15, 4-7-2019, V0018-20, ó 9-1-2020, V0018-20, entre otras).

Es de ver que dicha publicación va a suponer el devengo, conforme al régimen jurídico que corresponda, del IVA correspondiente al total de las operaciones que traigan causa del proyecto de compensación, operaciones cuya tributación en el IVA puede ser muy dispar (nos podemos encontrar con entregas de aprovechamiento urbanístico sujetas, pero exentas, sujetas y no exentas y prestaciones de servicios que se realizarán con posterioridad, pero cuyo precio se cobra por anticipado, por lo que se anticipa igualmente el devengo del tributo, servicios a los que se aplicará la inversión del sujeto pasivo en tanto que ejecuciones de obra de urbanización de terrenos conforme se ilustra en el epígrafe B.3.d.).

Así lo indica igualmente el TEAC, en Resolución de 20-10-2022, RG 2077/2020 (que reitera el criterio de la Resolución de 14-3-2013, RG 1386/2010), relativa a una urbanización en la que la Junta de compensación actúa en nombre propio, pero por cuenta ajena, lo que da lugar a prestaciones de servicios sujetas y no exentas del impuesto, de las que son destinatarios los juntacompensantes.

Considera el TEAC que la cesión de derechos de aprovechamiento efectuada por los juntacompensantes a la Junta de compensación, en pago de los servicios prestados por ésta, constituye una entrega de bienes sujeta al impuesto a la que no es de aplicación la exención regulada en el artículo 20.uno.20º de la Ley del IVA (se trata de terrenos que ya estaban reparcelados, no habiendo sido esta una cuestión discutida).

Se añade que el devengo del impuesto en esta entrega se producirá cuando los derechos de aprovechamiento urbanístico se pongan a disposición de la Junta adquirente, entendiéndose que esto ocurre cuando el acto de reparcelación surta efectos mediante su notificación a los interesados o su publicación en el Boletín Oficial de la provincia (o Comunidad Autónoma uniprovincial), en el tablón de anuncios del Ayuntamiento o en un periódico de la provincia de difusión corriente en la localidad, prevaleciendo la publicación que se produzca con anterioridad en el tiempo.

Ejemplo



El 18-5-N se publica en el Boletín Oficial de la Comunidad Autónoma correspondiente el proyecto de compensación de una unidad de actuación que se va a urbanizar. Los propietarios de suelo afectados por el proyecto son cuatro, de los que se conoce lo siguiente:


	
a)  Uno de ellos va a ser excluido del proyecto urbanístico, ya que la cantidad de suelo que tiene es muy reducida. Se trata de un pequeño agricultor, al que se compran sus terrenos por 120.000 €. Según ha señalado a la Junta de compensación, pretende renunciar a la exención en su venta.

	
b)  Otro de los propietarios tendrá un defecto de adjudicación, ya que le corresponderían 160.000 metros cuadrados de edificabilidad y sólo va a recibir 140.000, que se concretarán en las parcelas que se le adjudiquen.

	
c)  Los otros dos propietarios van a recibir excesos de adjudicación, respectivamente, por 8.000 y 12.000 metros cuadrados, procedentes del defecto que se imputa al anterior propietario.

	
d)  Excesos y defecto de adjudicación se valoran en 30 € por m2.

	
e)  Adicionalmente, se establece el pago en especie de los servicios de urbanización, que se van a encargar a una empresa constructora. El total de aprovechamientos que se le entregan asciende a 40.000 metros cuadrados.



Solución

La publicación del proyecto de compensación que se ha descrito va a dar lugar a una serie de devengos de IVA, que son los siguientes:


	
a)  El correspondiente a la compra de los terrenos del primer propietario, excluido del proceso. Los destinatarios de la operación serán los otros tres propietarios, a los que su vendedor deberá emitir facturas por la parte proporcional correspondiente de terrenos vendida a cada uno de ellos, siendo estos últimos quien habrán de aplicar la inversión del sujeto pasivo en estas operaciones (están adquiriendo terrenos exentos que se excluyen de la exención por la vía de la renuncia, lo que da lugar a la inversión del sujeto pasivo, como así se ha indicado).


	
b)  Por los excesos de adjudicación que van a recibir los propietarios en los que se da esta circunstancia, el propietario con defecto de adjudicación tendrá que emitir sendas facturas por, respectivamente, 24.000 y 36.000 € (resultado de aplicar a los metros adjudicados la valoración de 30 € por m2 que se ha establecido). En estas facturas se tendrá que indicar la renuncia a la exención y la aplicación de la inversión del sujeto pasivo, correspondiendo a los compradores, que son los propietarios con exceso de adjudicación, la liquidación del impuesto, así como su deducción (el fundamento para la inversión del sujeto pasivo es el mismo que se ha explicado respecto al supuesto anterior).


	
c)  En la misma fecha de publicación del proyecto, se producirá la entrega de los 40.000 metros cuadrados de aprovechamientos urbanísticos con los que se retribuye la urbanización del suelo y el pago anticipado de los trabajos de urbanización.




Supuesto que todas estas operaciones se realicen a través de la Junta de Compensación, los propietarios tendrán que emitir facturas a la Junta por su entrega de aprovechamientos urbanísticos, la empresa constructora a la Junta y la Junta a los propietarios por los servicios de urbanización.

En todas estas operaciones se aplicará la inversión del sujeto pasivo, ya que, bien se trata de entregas de terrenos exentos (todavía no se han iniciado las obras de urbanización ni se han imputado sus costes), bien son ejecuciones de obra de urbanización de terrenos.

Para su valoración, habrá que acudir a lo dispuesto por el artículo 79.uno de la Ley del IVA y tomar como mínimo el coste de reposición de las operaciones –valor correspondiente a las operaciones gratuitas–, salvo que las partes acrediten un importe distinto.



B.3.f.  Administraciones públicas y procesos urbanísticos

La participación de las administraciones públicas en las operaciones con suelo debe analizarse determinando por separado la adquisición de parcelas u otros inmuebles, fundamentalmente, a través de las cesiones obligatorias que regula la Ley del suelo, o por cualquier otro título, y su posterior transmisión.

Desde otro punto de vista, esta actuación se puede referir a su papel como Administraciones públicas que tutelan el adecuado desarrollo de los procesos, ámbito en el cual no parece fácil la identificación de operaciones que puedan resultar sujetas al IVA, o a su actuación como un agente más en el mercado, que es en la que nos vamos a centrar.

La obligación de cesión de terrenos a los Ayuntamientos

De entrada, la adquisición de terrenos por parte de los Ayuntamientos no plantea ninguna especialidad cuando se realiza por cualquiera de los títulos habituales en Derecho (ello sin perjuicio de la aplicación de la regla de inclusión del IVA en el precio que se contempla por el artículo 88.uno de la Ley del IVA). Se tratará, por tanto, de operaciones sujetas o no, exentas o no, en términos equivalentes a las compras que se puedan realizar por cualquier otra persona o entidad.

El único matiz que habría que añadir a lo anterior es la especialidad en el tratamiento de las expropiaciones, sujetas o no y exentas o no exactamente en los mismos términos que cualquier otra operación que se realice en virtud de un título jurídico distinto y cuyo matiz diferencial se encuentra en la no aplicación al justiprecio, en este caso, de la regla de IVA incluido en el precio, tal y como se explica más fundadamente en el epígrafe D.8., no aplicación que pretende poner a salvo al expropiado de cualquier merma en la función resarcitoria que tiene el justiprecio respecto a la privación patrimonial que se le infringe.

Distinta es la situación cuando estamos ante la cesión obligatoria que se establece por el artículo 18.1.b) del texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, aprobado por el Real Decreto Legislativo 7/2015.

A esta cesión se refiere la Resolución 2/2000, de la DGT, en la cual se viene a considerar que, en el desarrollo del proceso urbanizador no se produce, en sentido estricto, una cesión de terrenos o aprovechamientos urbanísticos a la Administración, sino más bien un reparto de los citados aprovechamientos entre los titulares de los terrenos sobre los que se desarrolla el proceso urbanístico y aquella. Dicha cesión no supone de hecho ningún tipo de entrega ni transmisión, sino la determinación del aprovechamiento «patrimonializable» por parte de los propietarios, que es el resultante, una vez hecha efectiva dicha cesión.

La DGT concluye que, a los efectos del IVA, no existe ninguna entrega de bienes con ocasión de estas cesiones, por lo que no existe ninguna operación sujeta al IVA susceptible de tributación.

En buena lógica, esta conclusión debe entenderse limitada a los aprovechamientos que resultan de una unidad de ejecución una vez se delimitan los terrenos que van a quedar afectos a sistemas generales y locales. Estos terrenos, de los que se han excluido los anteriores, son los que dan lugar a los aprovechamientos que se reparten entre los propietarios y el Ayuntamiento, siendo aplicable en tal caso la doctrina que se ha señalado en cuanto a la inexistencia de entregas de bienes ni de prestaciones de servicios por el cumplimiento de esta obligación.

Para los citados terrenos destinados a sistemas generales y locales, sí que cabe entender que hay una entrega de los mismos que tiene por destinatario al Ayuntamiento, ya que sobre los mismos no cabe aprovechamiento alguno. Se podría discutir quién hace entrega de dichos terrenos, pero se trata de una cuestión intrascendente, ya que se trata de una operación exenta (son entregas de terrenos que se destinarán a parques y jardines públicos o a superficies viales de uso público, exentos conforme al artículo 20.uno.20º de la Ley del IVA), sin incidencia en el derecho a la deducción de quien la efectúa, ya que su inclusión en el porcentaje de prorrata se hace por un valor cero (se trata de operaciones gratuitas a las que se aplica la regla de base imponible que se contiene en el artículo 79.tres de la Ley del IVA, que apela al coste de reposición de lo entregado, nulo por definición en este caso por razón de la naturaleza de los terrenos, como así ha señalado la DGT en contestación de 22-5-1998, 0857-98).

Volviendo a las cesiones de terrenos distintas de las que corresponden a sistemas generales y locales, quienes realizan esta cesión están igualmente obligados a sufragar la urbanización de los terrenos en los que se materializa la cesión (artículo 18.1.c) del texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana).

La DGT, basándose en la no sujeción de los servicios prestados a título gratuito que sean obligatorias para el sujeto pasivo en virtud de normas jurídicas o convenios colectivos (artículo 7.10º de la Ley del IVA), entiende que dicha urbanización es una operación no sujeta al impuesto.

Se suscita en este punto la duda de si es deducible el IVA soportado por los propietarios que han se sufragar los citados gastos de urbanización. La misma Resolución 2/2000 aclara, que los propietarios que realizan estas cesiones tienen pleno derecho a la deducción del IVA soportado por la urbanización de los terrenos, sin que el hecho de que efectúen las cesiones gratuitas de terrenos perjudique en modo alguno su derecho a la deducción.

A pesar de lo chocante que pueda resultar, prima facie, esta deducción de cuotas, que se compagina con la no sujeción de la entrega de los terrenos al Ayuntamiento, lo cierto y verdad es que se trata de lo que podríamos considerar como gastos generales de la actividad urbanística, para los cuales la jurisprudencia comunitaria ha mostrado una cierta flexibilidad en su deducción (sentencias del TJUE de 14-9-2017, Iberdrola Inmobiliaria Real Estate Investments, asunto C-132/16, y de 16-9-2020, Mitteldeutsche Hartstein-Industrie, asunto C-528/19, ambas referidas a dotaciones públicas cuyo coste es asumido por operadores privados).

Otras formas de cesión a los ayuntamientos

La cesión obligatoria se sustituye en ocasiones por una compensación económica, situación en la que la DGT ha entendido de forma reiterada que lo que se produce es una opción entre alguna de las vías legalmente posibles: cesión del terreno o su equivalente en metálico, de donde infiere que la compensación dineraria no constituye la contraprestación de ninguna operación sujeta al IVA realizada por el Ayuntamiento (contestaciones de 5-11-2004, V0253-04, 17-6-2005, V1175-05, 5-5-2008, V0900-08, o de 7-7-2016, V3173-16, entre otras).Otra opción es la de que el deber de cesión se cumpla mediante la entrega al Ayuntamiento de edificaciones ya construidas.

En este caso, se debe considerar que la entrega de dichas edificaciones es una operación sujeta al IVA, por lo que el Ayuntamiento deberá soportar su repercusión (contestaciones de 5-7-2006, V1340-06, o de 5-5-2008, V0900-08). Este criterio ha sido igualmente compartido por el TS, que lo ha confirmado en sentencia de 26-1-2012, Recurso 4087/07.

Otra cosa sería la determinación de la base imponible de estas operaciones, en relación con lo cual hay dos dudas importantes: a) la regla de base imponible que procede aplicar a estas operaciones y b), si es procedente incluir el valor del suelo sobre el que se construyen.

La primera de estas cuestiones se podría contestar argumentando que se trata de operaciones sin contraprestación dineraria, pero que traen causa de la existencia de una obligación, que es la de cesión a los Ayuntamientos. La base imponible para estas operaciones viene dada por el importe, expresado en dinero, que se hubiera acordado entre las partes. Salvo que se acredite lo contrario, la base imponible coincidirá con los importes que resulten de aplicar las reglas previstas en los apartados tres y cuatro de la misma norma para las operaciones sin contraprestación, que atiende al coste de las operaciones (artículo 79.uno de la Ley del IVA).

Respecto a la inclusión del suelo en la base imponible, habría que tener en cuenta si las edificaciones que se entregan, junto con el suelo sobre el que se asientan, constituyen el equivalente de lo que sería la mera cesión de suelo a la que obliga la Ley del suelo. De ser así, posiblemente se podría defender que la base imponible ha de ser únicamente el valor de lo edificado, sin incluir el suelo sobre el que se asienta.

Ejemplo



Una sociedad que está promoviendo suelo edificable en varias unidades de actuación se encuentra con las siguientes situaciones:


	
a)  En un polígono que está urbanizando en el norte de España se ve obligada a satisfacer al Ayuntamiento 3.450.000 €, que es el equivalente en metálico del aprovechamiento que, de otro modo, se le tendría que haber entregado.

	
b)  A otro Ayuntamiento, también del norte, le entrega las parcelas edificables en las que se concreta su aprovechamiento. La urbanización de dichas parcelas le ha supuesto a la empresa un coste total de 800.000 €.

	
c)  Un tercer ayuntamiento directamente exige a la empresa la construcción a su costa de un edificio para usos múltiples. El coste total de construcción del edificio es de 600.000 € y los gastos de urbanización de la parcela en la que se ha construido el edificio de 200.000 € adicionales. Las partes convienen, y así se hace constar en la documentación en la que se plasma la operación, que el valor de edificio es de 1.800.000 €.



Solución

A Los efectos del IVA, en la primera de las circunstancias que hemos señalado no hay operación alguna susceptible de ser gravada.

En la segunda cesión que se ha descrito tampoco habría operación sujeta al impuesto realizada para el Ayuntamiento, ya que ni la cesión de los terrenos ni su urbanización a costa de la entidad cedente tienen este efecto.

El total del IVA soportado por la empresa por las diferentes ejecuciones de obra de las que ha sido destinataria (en todas las cuales se debería haber aplicado la inversión del sujeto pasivo), son deducibles, tanto las obras de urbanización que se refieren en la letra b), a pesar de que la cesión no esté sujeta al impuesto, como las de construcción que se mencionan en la letra c).

En cuanto a la entrega del edificio al que se refiere la letra c), se trata de una operación sujeta y no exenta, respecto a la cual la principal duda sería la cuantificación de su base imponible.

Considerando la valoración que las partes han hecho de la operación, la base imponible del mismo habría de referirse a este importe, por lo que la cuota de IVA correspondiente ascendería a 378.000 €.

Alternativamente, se podría considerar que el importe de 1.800.000 € en el que se ha valorado la operación ya incluye la cuota del impuesto, conforme establece el artículo 88.uno de la Ley del IVA. De ser este el caso, la citada cuota ascendería a 312.396,69 € (el 21% incluido en 1.800.000 €).

Finalmente, también se podría entender que la base imponible se limita a la obra y a los trabajos de urbanización, pero no al suelo como tal, hipótesis en la cual sería de 800.000 € y el IVA devengado de 168.000.



Transmisión de inmuebles por las Administraciones públicas

Esta es otra cuestión dudosa. En última instancia, lo que se trata es de dilucidar si en dichas ventas, las Administraciones públicas están actuando como empresarios o profesionales o no es así.

Interesa destacar la irrelevancia que tiene, a estos efectos, la naturaleza pública de las instituciones que efectúan las operaciones, especialmente cuando estamos ante operaciones en las que existe una concurrencia con operadores privados, que excluye cualquier tipo de injerencia de la norma de no sujeción prevista ad hoc para las Administraciones públicas en el artículo 7.8º de la Ley del IVA, Limitada a operaciones sin contraprestación o con contraprestación tributaria.

La doctrina de la DGT sobre la sujeción a IVA de la venta de terrenos por Ayuntamientos, (contestaciones de 2-6-2004, 1289-04, 19-6-2008, V1304-08, 13-3-2014, V0704-14, 4-7-2018, V2006-18, 15-4-2020, V0880-20, o de 6-8-2021, V2250-21, entre otras muchas), señala la sujeción al IVA de las operaciones en los tres supuestos siguientes:


	
a)  Parcelas cuya urbanización se ha promovido por el propio Ayuntamiento, lo cual ocurre sólo excepcionalmente (tal es el caso de la urbanización de terrenos a través del sistema de expropiación).

	
b)  Parcelas cuya transmisión implica por sí misma el ejercicio de una actividad empresarial por parte del Ayuntamiento.

	
c)  Parcelas afectas a un patrimonio empresarial propiedad del Ayuntamiento. Tanto para este caso como para el anterior se considera que existe esta actividad empresarial o profesional cuando se efectúa la ordenación de medios personales y materiales con independencia y bajo la responsabilidad del Ayuntamiento para desarrollar actividades comerciales mediante la realización continuada de operaciones, asumiendo el riesgo y ventura que se pudiese producir en el desarrollo de la actividad.



Las transmisiones de suelo que se realicen en cualquiera de las anteriores circunstancias estarán sujetas a IVA. Supuesto que se trate de suelo edificable, excluido de la exención, el Ayuntamiento que realizase la entrega habría de repercutir IVA, en idénticas condiciones a cualquier otro empresario o profesional.

La DGT matizó fuertemente su doctrina sobre este particular en la Resolución 2/2000, antes citada, en la que se caracterizó el patrimonio municipal del suelo como un patrimonio separado del resto del patrimonio municipal y que, por razón de las finalidades a las que han de dedicarse los fondos obtenidos procedentes del mismo, se puede considerar destinado por Ley a incorporarse al circuito empresarial o profesional.

Esta figura de los patrimonios públicos de suelo, altamente controvertida, se regula en la actualidad por los artículos 51 y 52 de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, que mantienen el destino al mercado de los suelos incluidos en ellos, lo cual permite mantener la caracterización hecha por la DGT en la citada Resolución.

Con esta premisa, en la Resolución 2/2000 la DGT concluyó que la transmisión por parte de los Ayuntamientos de parcelas que formen parte del patrimonio municipal del suelo, con independencia de que en su incorporación al patrimonio municipal se entienda que no hay una operación sujeta al Impuesto, ha de considerarse en todo caso sujeta al IVA, por tratarse de parcelas que forman parte de un patrimonio empresarial o profesional, criterio mantenido en numerosas contestaciones posteriores, como la de 6-6-2018, V1546-18, y asumido por el TEAC y, en última instancia, el TS en sentencia TS 26-5-2015, Recurso 2792/12.

Interesa destacar que la Resolución 2/2000 de la DGT se limita a establecer la sujeción de las entregas de terrenos integrados en patrimonios municipales de suelo, pero no entra a valorar su exención. Hay que tener en cuenta, no obstante, que la regulación de las cesiones obligatorias obliga a su realización libres de cargas, con los gastos de urbanización ya satisfechos, como ya hemos explicado. En consecuencia, las posteriores transmisiones de estas parcelas por parte de los Ayuntamientos serán transmisiones que tendrán por objeto parcelas urbanizadas y edificables, sujetas a IVA y no exentas.

Lo anterior, sin embargo, no ha sido impedimento para que la DGT (contestaciones de 19-10-2009, V2331-09, o de 25-7-2013, V2502-13), admita la no sujeción de las entregas de terrenos efectuadas a título gratuito por entes públicos, aunque procedan del referido patrimonio municipal del suelo, precisamente, por efectuarse a título gratuito.

Fuera de los supuestos que se acaban de exponer, la sujeción al IVA de cualquier otra entrega de inmuebles efectuada por una Administración u otra entidad del sector público habrá de valorarse en función de las características de la operación, atendiendo a las consideraciones que se hicieron anteriormente y prestando atención a la condición dual de las Administraciones y otras entidades del sector público, que les conduce a tener, a la vez, los estatutos de empresarios o profesionales y de consumidores finales.

Ejemplo



Un Ayuntamiento se propone la venta de dos inmuebles, que son los siguientes:


	
a)  unos terrenos que recibió años atrás por cesión obligatoria y que se encuentran en una zona de ampliación del caso urbano,

	
b)  el depósito de vehículos de la policía municipal, que se va a trasladar a otro nuevo, a las afueras.



Solución

La primera operación que se ha descrito estará sujeta al IVA, ya que los terrenos que se van a transmitir forman parte del patrimonio municipal del suelo del ayuntamiento. Supuesto que se transmiten edificables, la operación estará sujeta y no exenta, correspondiendo al Ayuntamiento la normal repercusión del impuesto y su documentación en factura.
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